
ACTA SESIÓN ORDINARIA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL DE 22.05.2024

   En el municipio de Almuñécar, y en la Sala de Juntas, siendo las nueve 
horas del día veintidós de mayo de dos mil veinticuatro, se reúne la Junta 
de  Gobierno  Local,  en  sesión  ordinaria,  primera convocatoria bajo  la 
presidencia del Sr. Alcalde Juan José Ruiz Joya y los concejales designados 
miembros de la Junta de Gobierno Local Don Antonio Daniel Barbero Barbero,  
Doña Beatriz González Orce, Don Luis Francisco Aragón Olivares y Don Rafael 
Caballero Jiménez, asistidos por la  Secretaria Doña Anaïs Ruiz Serrano y 
por la Interventora Accidental Doña Silvia Justo González.

También asisten los corporativos Don Carlos Enrique Ferrón Calabuig, 
Doña María del Carmen Martín Orce, Doña María Lucía González López y Don 
Francisco Miguel Rodríguez Rodríguez.

Previa la comprobación de quórum, por la Presidencia se abre la sesión, 
iniciando la discusión y votación de los asuntos integrantes del Orden del 
día. 

1º.- Aprobación del acta de la sesión de 15.05.2024; Se da cuenta del 
borrador  de  referencia  siendo  aprobada  el  acta  por  unanimidad  de  los 
asistentes. 

2º.- Expediente 3087/2024; Licencia de parcelación a instancia de la 
mercantil XXXX.

Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Concejal-Delegado de 
Urbanismo, Ingeniería, Infraestructuras y Actividades, siguiente:

“VISTO el expte nº 3087/2024, relativo a “Licencia de parcelación a 
instancia de la mercantil XXXX” 

VISTO el Informe Jurídico Municipal emitido al respecto en fecha 20 
de Mayo del actual, siguiente: 

“INFORME JURÍDICO
ASUNTO.- Licencia de parcelación a instancia de la mercantil XXXX. 

ANTECEDENTES
I.- Con fecha 22.03.2024 y registro nº 2024-E-RE-3285 Dña. XXXX en nombre y 
representación de la mercantil XXXX solicita licencia de parcelación de la 
finca registral n.º XXX de Almuñécar, con referencia catastral XXXX, que se 
corresponde con el local comercial nº 8 emplazado en la plaza baja de la 
Urb. La Palmera, sita en XXX, de este municipio. A tal efecto, acompaña con 
la solicitud Proyecto técnico de segregación de local y cambio de uso de 
locales a vivienda redactado por la Arquitecta presentante de la solicitud. 
II.-  Con  fecha  4.04.2024  y  registro  n.º  2024-E-RC-3489  tiene  entrada 
InformeComunicación favorable de la Delegación Territorial de Granada de 
Agricultura, Pesca, Agua y Desarrollo Rural, debido a que el local se 
encuentra en la zona de policía de la margen izquierda del cauce del río 
Seco. 
III.-  Con  fecha  2.05.2024  el  Arquitecto  Técnico  Municipal  informa 
favorablemente la parcelación solicitada. 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS
PRIMERA.- La legislación aplicable es la siguiente: 

- Ley 7/2021, de 1 de diciembre, LISTA: arts. 91, 137.1, 140.3 
- Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, RGL: arts. 291.a), 299, 302 
- Ley 7/1985, de 2 de abril, LRBRL: arts. 21.1.q) y 21.3 
- RDL 7/2015, de 30 de octubre, TRLSRU: art. 26.2 



SEGUNDA.-  La  actuación  pretendida  consiste  en  que  por  parte  de  este 
Ayuntamiento se autorice la segregación del local comercial n.º 8 emplazado 
en la planta baja de la Urb. La Palmera, sita en XXXX de este municipio, 
que  se  corresponde  con  la  finca  registral  nº  XXXX  de  Almuñécar,  con 
referencia catastral XXXX. 
Dicho local tiene una superficie construida registral y real de 113,85 m². 
Su cuota de participación en el edificio es del 1,71 %. 
Tras la división del mismo resultarán los siguientes locales con acceso 
independiente con las siguientes superficies construidas: 

- LOCAL 1 : Local con superficie construida de 55,40 m², 49,00% del 
local. 

- LOCAL 2: Local con superficie construida de 58,45 m², 51,00% del 
local. 
Se comprueba el cumplimiento de las condiciones urbanísticas de afección 
para el local que se pretende segregar y resultantes: 

- Cumple con la compatibilidad de usos según PGOU-87 de Almuñécar. 
- Los locales resultantes tienen acceso independiente. 

Dicha actuación tiene la consideración de parcelación urbanística prevista 
en el art. 91 de la LISTA, y por tanto, está sujeta a licencia urbanística 
de conformidad con lo establecido en el art. 137.1 del citado texto legal, 
en relación con el art. 291.a) del Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, 
RGL y la Norma 1.1.1 del PGOU vigente. 
TERCERA.- La solicitud de la licencia cumple con lo previsto en el art. 299 
del RGL y Norma 1.13 del PGOU vigente. 
CUARTA.- Con arreglo a los arts. 140.3 de la LISTA y 302 del RGL, se ha 
emitido  informe  técnico  por  el  Arquitecto  Técnico  Municipal  con  fecha 
2.05.2024 en que previo examen de las condiciones urbanísticas aplicables y 
una  vez  comprobada  la  documentación  presentada  manifiesta  que  procede 
conceder  licencia  de  parcelación  a  la  finca  registral  n.º  XXXX  de 
Almuñécar. 
QUINTA.- Mediante la presente licencia de parcelación se da cumplimiento a 
la  autorización  establecida  en  el  art.  26.2  del  RDL  7/2015,  de  30  de 
octubre. 
SEXTA.- De acuerdo con lo dispuesto en el art. 91.4 de la LISTA la licencia 
de parcelación se otorgará bajo la condición de la presentación en este 
Ayuntamiento dentro de los tres meses siguientes a su otorgamiento, de la 
escritura pública en la que se contenga el acto de parcelación. La no 
presentación en plazo de la escritura pública determina la caducidad de la 
licencia por ministerio de la Ley, sin necesidad de acto aplicativo alguno. 
El plazo de presentación podrá ser prorrogado por razones justificadas. 
En la misma escritura en la que se contenga el acto parcelatorio y la 
oportuna licencia testimoniada, los otorgantes deberán requerir al notario 
autorizante para que envíe por conducto reglamentario copia autorizada de 
la misma al Ayuntamiento correspondiente, con lo que se dará por cumplida 
la exigencia de protección a la que se refiere el apartado anterior. 
SÉPTIMA.- La competencia para el otorgamiento de la licencia de parcelación 
corresponde al Alcalde a tenor de lo establecido en el art. 21.1.q de la 
Ley 7/1985, de 2 de Abril, sin perjuicio de la facultad que le atribuye el 
art. 21.3 del citado texto legal para delegar la misma en la Junta de 
Gobierno Local. 

Por todo ello, 
Se  INFORMA  FAVORABLEMENTE  la  concesión  de  la  licencia  de  parcelación 
solicitada por la mercantil XXXX para la división del local comercial n.º 8 
emplazado en la plaza baja de la Urb. La Palmera, sita en XXXX, de este 
municipio (ref. Catastral XXXX y finca registral n.º XXX de Almuñécar), con 
una superficie construida de 113,85 m² de la que resultarán los siguientes 
locales: 

- LOCAL 1 : Local con superficie construida de 55,40 m², 49,00% del 
local. 



- LOCAL 2: Local con superficie construida de 58,45 m², 51,00% del 
local. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 91.4 de la LISTA la licencia de 
parcelación  se  otorgará  bajo  la  condición  de  la  presentación  en  este 
Ayuntamiento dentro de los tres meses siguientes a su otorgamiento, de la 
escritura pública en la que se contenga el acto de parcelación. 

Es por lo anterior, que se advierte expresamente a la interesada que la no 
presentación en plazo de la escritura pública determina la caducidad de la 
licencia por ministerio de la Ley, sin necesidad de acto aplicativo alguno. 

La presente licencia es de parcelación por lo que implica autorización 
urbanística  de  la  modificación  de  la  superficie  de  la  finca  y  su 
constitución en dos fincas registrales independientes pero no excluye ni 
sustituye el control de la propiedad horizontal y su régimen, así como las 
autorizaciones que puedan requerirse por esta alteración de los organismos 
competentes. 

Este  es  el  informe  que  se  emite,  salvedad  hecha  de  criterio  superior 
fundado en derecho. 

En Almuñécar a (fecha reseñada al margen)
LA ASESORA JURÍDICA DE URBANISMO

Patricia Alférez Bonilla ”

A la JGL, se propone la adopción del siguiente, 

ACUERDO: 
Conceder la licencia de parcelación solicitada por la XXXX para la división 
del local comercial n.º 8 emplazado en la plaza baja de la Urb. La Palmera, 
sita en XXXX, de este municipio (ref. Catastral XXXX y finca registral n.º 
XXX de Almuñécar), con una superficie construida de 113,85 m² de la que 
resultarán los siguientes locales: 

- LOCAL 1 : Local con superficie construida de 55,40 m², 49,00% del 
local. 

- LOCAL 2: Local con superficie construida de 58,45 m², 51,00% del 
local. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 91.4 de la LISTA la licencia de 
parcelación  se  otorgará  bajo  la  condición  de  la  presentación  en  este 
Ayuntamiento dentro de los tres meses siguientes a su otorgamiento, de la 
escritura pública en la que se contenga el acto de parcelación. 

Es por lo anterior, que se advierte expresamente a la interesada que la no 
presentación en plazo de la escritura pública determina la caducidad de la 
licencia por ministerio de la Ley, sin necesidad de acto aplicativo alguno. 

La presente licencia es de parcelación por lo que implica autorización 
urbanística  de  la  modificación  de  la  superficie  de  la  finca  y  su 
constitución en dos fincas registrales independientes pero no excluye ni 
sustituye el control de la propiedad horizontal y su régimen, así como las 
autorizaciones que puedan requerirse por esta alteración de los organismos 
competentes.”

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

Conceder la licencia de parcelación solicitada por la mercantil XXXX 
para la división del local comercial n.º 8 emplazado en la plaza baja de la 



Urb. La Palmera, sita en calle XXXX, de este municipio (ref. Catastral XXXX 
y finca registral n.º XXXX de Almuñécar), con una superficie construida de 
113,85 m² de la que resultarán los siguientes locales: 

- LOCAL 1 : Local con superficie construida de 55,40 m², 49,00% del 
local. 

- LOCAL 2: Local con superficie construida de 58,45 m², 51,00% del 
local. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 91.4 de la LISTA la licencia de 
parcelación  se  otorgará  bajo  la  condición  de  la  presentación  en  este 
Ayuntamiento dentro de los tres meses siguientes a su otorgamiento, de la 
escritura pública en la que se contenga el acto de parcelación. 

Es por lo anterior, que se advierte expresamente a la interesada que la no 
presentación en plazo de la escritura pública determina la caducidad de la 
licencia por ministerio de la Ley, sin necesidad de acto aplicativo alguno. 

La presente licencia es de parcelación por lo que implica autorización 
urbanística  de  la  modificación  de  la  superficie  de  la  finca  y  su 
constitución en dos fincas registrales independientes pero no excluye ni 
sustituye el control de la propiedad horizontal y su régimen, así como las 
autorizaciones que puedan requerirse por esta alteración de los organismos 
competentes.

3º.- Expediente 5493/2023; Licencia urbanística para reforma de red de 
baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en calle XXX de este 
municipio a instancia de la mercantil XXXX.

Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Concejal-Delegado de 
Urbanismo, Ingeniería, Infraestructuras y Actividades, siguiente:

“VISTO el expte nº 5493/2023, relativo a “Licencia urbanística para 
reforma de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en 
calle XXXX de este municipio a instancia de la mercantil XXXX”

VISTO el Informe Jurídico Municipal emitido al respecto en fecha 15 
de Mayo del actual, siguiente:

“INFORME JURÍDICO
ASUNTO.- Licencia urbanística para reforma de red de baja tensión proceden-
te de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en XXX de este municipio a instancia de 
la mercantil XXXX
ANTECEDENTES
I.- Con fecha 11.05.2023 y registro n.º 2023-E-RE-5330 Dña. XXXX en nombre 
y representación de la mercantil XXXX solicita licencia urbanística para 
reforma de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en 
calle XXXX de este municipio. A tal efecto, adjunta con la solicitud Pro-
yecto de reforma de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Car-
men” redactado por el Ingeniero Técnico Industrial D. XXXX.
II.- Subsanadas las deficiencias detectadas en la solicitud en anterior in-
forme técnico, con fecha 23.04.2024 el Ingeniero Municipal informa favora-
blemente la licencia urbanística solicitada, que condiciona al cumplimiento 
de lo siguiente:
1.- Se deberán adoptar todas las medidas de seguridad y señalización nece-
sarias que garanticen la seguridad durante la ejecución de los trabajos. En 
caso de corte parcial del vial, deberá comunicar previamente la fecha de la 
ejecución y el plazo de la misma, tanto a la Policía Municipal, como a los 
Servicios Técnicos Municipales.
2.- En cuanto a la reposición del pavimento existente, se realizará con las 
mismas características y calidades del existente.



Fija una garantía de 400 euros.
III.-. Consta en el expediente la liquidación de los tributos aplicables.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS
PRIMERA.- La legislación aplicable es la siguiente:
- Ley 7/2021, de 1 de diciembre, LISTA: arts. 137.1, 140.3, 141
- Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, RGL: arts. 291.l), 287.3, 299, 302, 
303
- Ley 7/1985, de 2 de abril, LRBRL: arts. 21.1.q) y 21.3
SEGUNDA.- Las obras de que se trata (reforma de red de baja tensión) están 
sujetas a licencia de obras, de conformidad con lo establecido en el art. 
137.1 de la LISTA, en relación con el art. 291.l) del Decreto 550/2022, de 
29 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de la LISTA 
(RGL) y la Norma 1.1.1 del PGOU vigente.
TERCERA.- La solicitud de la licencia de obras cumple con lo previsto en el 
art. 299 del RGL y Norma 1.13 del PGOU vigente.
CUARTA.- Con arreglo a los arts. 140.3 de la LISTA y 302 del RGL, se ha 
emitido informe por el Ingeniero Municipal con fecha 23.04.2024 en el que 
una vez examinada la documentación presentada manifiesta que procede conce-
der licencia.
QUINTA.- Tal y como establece el art. 303 del RGL la resolución por la que 
se otorgue la licencia deberá consignar expresamente, además de cualesquie-
ra otras especificaciones requeridas por las disposiciones vigentes o que 
el órgano competente considere oportuno incluir, los siguientes extremos:
a) Clasificación y calificación urbanística del suelo objeto de la actua-
ción.
b) Finalidad de la actuación y uso al que se destinará.
c) Presupuesto de ejecución material.
d) Situación y emplazamiento de las obras, con su identificación catastral 
y, en su caso, georreferenciación del suelo ocupado por la actuación de que 
se trate, expresando, cuando proceda, el número de finca registral en caso 
de parcelaciones urbanísticas y actuaciones en suelo rústico. Las licencias 
de parcelación, segregación o división reflejarán la georreferenciación de 
las fincas y parcelas, iniciales y resultantes, afectadas por la altera-
ción, pudiendo a tal efecto incorporar a la resolución municipal que otor-
gue la licencia urbanística una copia certificada de los planos georrefe-
renciados aportados.
e) Nombre o razón social del promotor.
f) Técnico autor del proyecto y, en su caso, dirección facultativa de las 
obras.
g) Plazos para el inicio y terminación de las obras, y posibilidad de pró-
rroga.
La documentación técnica o el proyecto técnico, una vez concedida la co-
rrespondiente licencia, quedarán incorporados a ella como condición mate-
rial de la misma.
SEXTA.- La licencia se entenderá otorgada salvo el derecho de propiedad y 
sin perjuicio de tercero, de acuerdo con el art. 12 del Reglamento de Ser-
vicios de las Corporaciones Locales y el art. 287.3 del RGL.
SÉPTIMA.-  El acto de otorgamiento de licencia deberá fijar los plazos de 
iniciación, interrupción máxima y finalización de las obras conforme al 
art. 141 de la LISTA, así como los requisitos y términos en los que se po-
drá obtener prórroga de tales plazos. El incumplimiento de estos plazos po-
drá suponer la declaración de caducidad de dicha licencia con los efectos 
previstos en el citado precepto.
OCTAVA.- La competencia para el otorgamiento de la licencia corresponde al 
Alcalde a tenor de lo establecido en el art. 21.1.q de la Ley 7/1985, de 2 
de Abril, sin perjuicio de la facultad que le atribuye el art. 21.3 del ci-
tado texto legal para delegar la misma en la Junta de Gobierno Local.

Por todo ello,
Se INFORMA FAVORABLEMENTE la licencia de obras solicitada por la mercantil 
XXXX para reforma de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Car-



men” sito en calle XXXX de este municipio, conforme al Proyecto de reforma 
de red de baja tensión procedente de D.D. 51826 “CT Carmen” redactado por 
el Ingeniero Técnico Industrial D. XXXX.

De conformidad con el art. 303 del RGL la resolución por la que se otorgue 
la licencia deberá consignar los siguientes extremos:
Clasificación Urbanística : Suelo Urbano
Calificación Urbanística : Vial público
Finalidad y Uso de la Actuación : Reforma de red de baja tensión procedente 
de C.D. 51826 “CT Carmen” sito XXXX de este municipio,
Presupuesto de Ejecución Material : 2.109,41 €
Emplazamiento de las obras : calle XXXX de este municipio.
Identificación Catastral : -
Nombre o razón social del promotor : XXXX
Técnico Autor del Proyecto : D. XXXX. Ingeniero Técnico Industrial.

La licencia se otorga condicionada al cumplimiento de lo siguiente:
1º.- Se deberán adoptar todas las medidas de seguridad y señalización nece-
sarias que garanticen la seguridad durante la ejecución de los trabajos. En 
caso de corte parcial del vial, deberá comunicar previamente la fecha de la 
ejecución y el plazo de la misma, tanto a la Policía Municipal, como a los 
Servicios Técnicos Municipales.
2º.-  En cuanto a la reposición del pavimento existente, se realizará con 
las mismas características y calidades del existente.
3º.- El comienzo de las obras requerirá comunicación previa al ayuntamiento 
con al menos diez días de antelación, de acuerdo con el art. 138.6 de la 
LISTA.
4º.- De conformidad con el art. 13 de la Ordenanza municipal reguladora de 
la intervención en materia de licencias urbanísticas, los plazos que afec-
tan a las licencias, a contar desde su concesión, son los siguientes:
- El inicio de obras no podrá exceder del plazo que se establezca en la li-
cencia o como mínimo un año.
- La finalización de las obras será en un plazo máximo de tres años, salvo 
que se especifique un plazo inferior en la licencia.
- Se podrá solicitar prórroga por una sola vez y por un plazo no superior 
al inicialmente acordado, previa solicitud expresa formulada antes de la 
conclusión de los plazos determinados.
Este es el informe que se emite, salvedad hecha de criterio superior funda-
do en derecho.

En Almuñécar a 15 de mayo de 2024
La Asesora Jurídica de Urbanismo

Patricia Alférez Bonilla ”

A la JGL, se propone la adopción del siguiente,
ACUERDO:
Conceder la licencia de obras solicitada por la mercantil XXXX para reforma 
de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en calle 
XXXX de este municipio, conforme al Proyecto de reforma de red de baja ten-
sión procedente de D.D. 51826 “CT Carmen” redactado por el Ingeniero Técni-
co Industrial D. XXXX.

De conformidad con el art. 303 del RGL la resolución por la que se otorgue 
la licencia deberá consignar los siguientes extremos:
Clasificación Urbanística : Suelo Urbano
Calificación Urbanística : Vial público
Finalidad y Uso de la Actuación : Reforma de red de baja tensión procedente 
de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en calle XXXX de este municipio,
Presupuesto de Ejecución Material : 2.109,41 €
Emplazamiento de las obras : calle XXXX de este municipio.
Identificación Catastral : -
Nombre o razón social del promotor : XXXX



Técnico Autor del Proyecto : D. XXXX. Ingeniero Técnico Industrial.

La licencia se otorga condicionada al cumplimiento de lo siguiente:
1º.- Se deberán adoptar todas las medidas de seguridad y señalización nece-
sarias que garanticen la seguridad durante la ejecución de los trabajos. En 
caso de corte parcial del vial, deberá comunicar previamente la fecha de la 
ejecución y el plazo de la misma, tanto a la Policía Municipal, como a los 
Servicios Técnicos Municipales.
2º.-  En cuanto a la reposición del pavimento existente, se realizará con 
las mismas características y calidades del existente.
3º.- El comienzo de las obras requerirá comunicación previa al ayuntamiento 
con al menos diez días de antelación, de acuerdo con el art. 138.6 de la 
LISTA.
4º.- De conformidad con el art. 13 de la Ordenanza municipal reguladora de 
la intervención en materia de licencias urbanísticas, los plazos que afec-
tan a las licencias, a contar desde su concesión, son los siguientes:
- El inicio de obras no podrá exceder del plazo que se establezca en la li-
cencia o como mínimo un año.
- La finalización de las obras será en un plazo máximo de tres años, salvo 
que se especifique un plazo inferior en la licencia.
- Se podrá solicitar prórroga por una sola vez y por un plazo no superior 
al inicialmente acordado, previa solicitud expresa formulada antes de la 
conclusión de los plazos determinados.”

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

Conceder la licencia de obras solicitada por la mercantil XXXX para reforma 
de red de baja tensión procedente de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en calle 
XXXX de este municipio, conforme al Proyecto de reforma de red de baja ten-
sión procedente de D.D. 51826 “CT Carmen” redactado por el Ingeniero Técni-
co Industrial D. XXXX.

De conformidad con el art. 303 del RGL la resolución por la que se otorgue 
la licencia deberá consignar los siguientes extremos:
Clasificación Urbanística : Suelo Urbano
Calificación Urbanística : Vial público
Finalidad y Uso de la Actuación : Reforma de red de baja tensión procedente 
de C.D. 51826 “CT Carmen” sito en calle XXXX de este municipio,
Presupuesto de Ejecución Material : 2.109,41 €
Emplazamiento de las obras : calle XXXX de este municipio.
Identificación Catastral : -
Nombre o razón social del promotor : XXXX.
Técnico Autor del Proyecto : D. XXXX. Ingeniero Técnico Industrial.

La licencia se otorga condicionada al cumplimiento de lo siguiente:
1º.- Se deberán adoptar todas las medidas de seguridad y señalización nece-
sarias que garanticen la seguridad durante la ejecución de los trabajos. En 
caso de corte parcial del vial, deberá comunicar previamente la fecha de la 
ejecución y el plazo de la misma, tanto a la Policía Municipal, como a los 
Servicios Técnicos Municipales.
2º.-  En cuanto a la reposición del pavimento existente, se realizará con 
las mismas características y calidades del existente.
3º.- El comienzo de las obras requerirá comunicación previa al ayuntamiento 
con al menos diez días de antelación, de acuerdo con el art. 138.6 de la 
LISTA.
4º.- De conformidad con el art. 13 de la Ordenanza municipal reguladora de 
la intervención en materia de licencias urbanísticas, los plazos que afec-
tan a las licencias, a contar desde su concesión, son los siguientes:



- El inicio de obras no podrá exceder del plazo que se establezca en la li-
cencia o como mínimo un año.
- La finalización de las obras será en un plazo máximo de tres años, salvo 
que se especifique un plazo inferior en la licencia.
- Se podrá solicitar prórroga por una sola vez y por un plazo no superior 
al inicialmente acordado, previa solicitud expresa formulada antes de la 
conclusión de los plazos determinados.

4º.- Expediente 35/2023; Aprobación de la certificación 16ª de obras 
relativa a la ejecución de obras del nuevo mercado municipal y aparcamiento 
público de Almuñécar.

Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Concejal-Delegado de 
Urbanismo, Ingeniería, Infraestructuras y Actividades, siguiente:

“En relación al expediente 35/2023, visto informe técnico emitido de fecha 
20/05/2024  por  el  arquitecto  municipal,  D.  Eduardo  Zurita  Povedano, 
referente a la aceptación de la 16ª certificación correspondiente a la 
ejecución de las obras del “NUEVO MERCADO MUNICIPAL Y APARCAMIENTO PÚBLICO 
DE ALMUÑÉCAR”. 

SE PROPONE A ESTA JGL LO SIGUIENTE: 

PRIMERO.- Aprobar la 16ª certificación correspondiente a la ejecución de 
las obras del NUEVO MERCADO MUNICIPAL Y APARCAMIENTO PÚBLICO DE ALMUÑÉCAR” 

SEGUNDO.- Dar traslado al Servicio Municipal de Compras y Contratación e 
Intervención municipal para su abono.”

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

PRIMERO.- Aprobar la 16ª certificación correspondiente a la ejecución de 
las  obras  del  “NUEVO  MERCADO  MUNICIPAL  Y  APARCAMIENTO  PÚBLICO  DE 
ALMUÑÉCAR”.

SEGUNDO.- Dar traslado al Servicio Municipal de Compras y Contratación e 
Intervención municipal para su abono.

5º.-  Expediente  255/2009;  Cambio  de  titularidad  de  la  plaza  de 
aparcamiento XXX sita en Parking San Cristóbal.

Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Director del servicio de 
contratación, siguiente:

“ANTECEDENTES.-

Por  el  Ayuntamiento  Pleno  de  fecha  8  de  septiembre  de  2009  se  acordó 
delegar en la Junta de Gobierno Local las competencias necesarias para la 
adjudicación  provisional  y  definitiva  de  las  plazas  de  aparcamientos 
ofertadas en Paseo de Velilla y Paseo de San Cristóbal, hasta la ocupación 
total de dichos aparcamientos, así como facultar al Alcalde para la firma 
de los correspondientes contratos.

En fecha 15 de mayo de 2024 se presentó escrito por DON XXX, con DNI n.º 
XXX, solicitando cambio de titularidad de la plaza n.º XXX del aparcamiento 



de Paseo de San Cristóbal, del cual es titular DON XXXX, con DNI XXXX y con 
domicilio en XXXX.
 
Visto  que  es  obligación  del  adjudicatario  comunicar  al  Ayuntamiento 
cualquier cambio respecto a la titularidad de la plaza de aparcamiento 
adjudicada, y comprobado que no existe inconveniente para ello, procedería: 

PRIMERO.- Cambiar la titularidad de la plaza de aparcamiento n.º XXX del 
Paseo de San Cristóbal, de DON XXXX, con DNI XXX, a favor de 

- DON XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.
- DON XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.
- DOÑA XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.

SEGUNDO.- Cuantos gastos e impuestos se deriven del presente acuerdo serán 
sufragados íntegramente por el nuevo adjudicatario. 

La Junta de Gobierno, con su superior criterio, Acordará lo que estime más 
procedente.”

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

PRIMERO.- Cambiar la titularidad de la plaza de aparcamiento n.º XXX del 
Paseo de San Cristóbal, de XXXX, con DNI XXX, a favor de 

- DON XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.
- DON XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.
- DOÑA XXXX, con DNI n.º XXX y con domicilio en XXXX.

SEGUNDO.- Cuantos gastos e impuestos se deriven del presente acuerdo serán 
sufragados íntegramente por el nuevo adjudicatario. 

6º.-  Expediente  1108/2023;  Ampliación  del  plazo  de  resolución  del 
expediente de recuperación de oficio de la calle Mar Menor por instalación 
de bolardos y cadenas en el margen del vial.

Se da cuenta del informe-propuesta emitido por la Oficial Mayor, 
siguiente:

“INFORME QUE EMITE SUSANA MUÑOZ AGUILAR, OFICIAL MAYOR, EN REFERENCIA A LA 
AMPLIACIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE DE RECUPERACIÓN DE 
OFICIO DE LA CALLE MAR MENOR POR INSTALACIÓN DE PIVOTES Y CADENAS 

INFORME

Primero: Mediante acuerdo de junta de Gobierno Local de 6 de marzo de 2024 
se procedió al inicio del procedimiento de recuperación de oficio de la 
calle Mar Menor por instalación de bolardos y cadenas en el margen del 
vial.

La normativa específica en la materia no fija plazo máximo de resolución en 
los procedimientos de recuperación de oficio, de manera que resultará de 
aplicación lo dispuesto en el art. 21.3 de la Ley 39/2015, que contempla un 
plazo máximo de tres meses.
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Segundo: La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de 
oficio  o  a  petición  de  los  interesados,  una  ampliación  de  los  plazos 
establecidos,  que  no  exceda  de  la  mitad  de  los  mismos,  si  las 
circunstancias  lo  aconsejan  y  con  ello  no  se  perjudican  derechos  de 
tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados.

La aplicación del citado precepto puede extenderse también al plazo para 
resolver, como ha declarado el Tribunal Supremo en su Sentencia de 21 de 
diciembre de 2016, que recogiendo lo declarado en su anterior Sentencia de 
20 de marzo de 2007 (rec. núm. 348/2005) concluyó que «[...] tal como 
propone  el  Abogado  del  Estado.  No  puede  aceptarse  la  interpretación 
realizada por la actora respecto a que la posibilidad de ampliación de 
plazos  contemplada  en  el  artículo  49  de  la  Ley  30/1992  no  pueda  ser 
aplicada al plazo máximo de duración de un procedimiento. Ni tal exclusión 
se  establece  de  manera  directa  y  expresa  en  el  precepto  señalado  (a 
diferencia  de  lo  que  ocurría  con  anterioridad  a  la  reforma  de  la  Ley 
operada  en  1.999),  ni  existen  razones  para  deducirla  en  un  análisis 
sistemático de la Ley. En efecto, la regulación específica para ampliar el 
plazo  máximo  de  resolución  y  notificación  de  un  procedimiento  en  el 
artículo  42.6  no  obsta  a  la  aplicación  de  la  previsión  genérica  del 
artículo  49  al  mismo  supuesto,  teniendo  ambos  preceptos  un  alcance 
diferente.»]

Tercero: Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la 
ampliación  deberán  producirse,  en  todo  caso,  antes  del  vencimiento  del 
plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un 
plazo  ya  vencido.  Los  acuerdos  sobre  ampliación  de  plazos  o  sobre  su 
denegación no serán susceptibles de recursos, sin perjuicio del procedente 
contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

Cuarto: El acuerdo de la ampliación de plazo o su denegación, deberá ser 
motivado, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho, en 
aplicación del artículo 35.1.e) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Así, la ampliación de los plazos contemplada en el artículo 32 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, debe quedar suficientemente motivada de acuerdo 
con el consolidado criterio jurisprudencial en virtud del cual se señala 
(entre otras, Sentencia del Tribunal Supremo 1960/2017, de 11 de mayo): 

«En relación con la motivación de la ampliación, esta Sala no alberga duda 
alguna de que la ampliación de plazos prevista en el mentado artículo 49.1 
ha de ser motivada, pues, además del deber general de motivación de los 
actos administrativos, previsto en el artículo 54 de la Ley 30/1992, la 
referencia a los hechos o circunstancias que determinan la ampliación del 
plazo,  en  el  citado  artículo  49.1,  pretende  evidenciar  esa  obligada 
motivación. Repárese que la citada norma señala como presupuesto de la 
ampliación que «las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican 
derechos de tercero». De modo que son las circunstancias del caso las que 
han  de  inspirar  o  determinar  la  ampliación  del  plazo  y  de  ellas, 
naturalmente,  ha  de  dejarse  constancia  en  el  acto  administrativo  que 
acuerda tal ampliación».

En el presente caso, es evidente que no se perjudican derechos de terceros 
en  el  expediente,  pues  el  interesado  que  ha  instalado  los  bolardos  y 
cadenas, no sufre perjuicio alguno por el hecho de que se amplie el plazo 
legalmente previsto para resolver.



En  el  mismo  sentido,  las  circunstancias  del  caso,  tratándose  de  un 
expediente de recuperación de oficio, aconsejan su ampliación para no dar 
lugar a la caducidad del expediente, habiéndose recogido incluso posiciones 
jurisprudenciales  que  abogan  a  que  el  interés  general  indudablemente 
inherente en el ejercicio de potestades de protección o defensa de los 
bienes municipales justificaría la aplicación de la excepción prevista en 
el art. 95.4 de la Ley 39/2015, que establece que “podrá no ser aplicable 
la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés 
general,  o  fuera  conveniente  sustanciarla  para  su  definición  y 
esclarecimiento.”  (STSJ  Madrid  de  4  de  diciembre  de  2020  (Rec. 
n.o     428/2019  ).

Habiéndose iniciado el expediente de recuperación de oficio por acuerdo de 
Junta de Gobierno Local de 6 de marzo de 2024, y no estando vencido el 
plazo para resolver, y motivado en las alegaciones presentadas por don XXXX 
en  representación  de  XXXX,  que  deben  pasarse  a  los  servicios  técnicos 
municipales, y que entrañan cierta dificultad por la fecha de la licencia 
indicada  (14  de  julio  de  1986),  se  propone  la  adopción  del  siguiente 
acuerdo:

Primero: Ampliar el plazo de resolución del expediente de recuperación de 
oficio de la calle Mar Menor por instalación de bolardos y cadenas en el 
margen del vial, iniciado por acuerdo de Junta de Gobierno Local de 6 de 
marzo de 2024, por el plazo de un mes y medio, y motivado por aconsejarlo 
las  circunstancias  y  no  perjudicarse  derechos  de  terceros,  todo  ello 
conforme a lo previsto en el artículo 23 y 32 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas

Segundo: Notificar a los interesados indicándole que los acuerdos sobre 
ampliación  de  plazos  o  sobre  su  denegación  no  serán  susceptibles  de 
recurso, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al 
procedimiento.

Tercero: Dar traslado del expediente, junto con las alegaciones presentadas 
mediante  registro  de  entrada  2024-E-RE-4114  a  los  servicios  técnicos 
municipales para que procedan a emitir informe respecto a las mismas.”

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

Primero: Ampliar el plazo de resolución del expediente de recuperación de 
oficio de la calle Mar Menor por instalación de bolardos y cadenas en el 
margen del vial, iniciado por acuerdo de Junta de Gobierno Local de 6 de 
marzo de 2024, por el plazo de un mes y medio, y motivado por aconsejarlo 
las  circunstancias  y  no  perjudicarse  derechos  de  terceros,  todo  ello 
conforme a lo previsto en el artículo 23 y 32 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas

Segundo: Notificar a los interesados indicándole que los acuerdos sobre 
ampliación  de  plazos  o  sobre  su  denegación  no  serán  susceptibles  de 
recurso, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al 
procedimiento.

Tercero: Dar traslado del expediente, junto con las alegaciones presentadas 
mediante  registro  de  entrada  2024-E-RE-4114  a  los  servicios  técnicos 
municipales para que procedan a emitir informe respecto a las mismas.
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7º.- Expediente 6706/2022; Inicio de recuperación de oficio de la calle 
de uso público Calle Corbeta usurpada por colocación de barrera.

Se  da  cuenta  del  informe-propuesta  emitido  por  la  Oficial  Mayor, 
siguiente:

“INFORME QUE EMITE SUSANA MUÑOZ AGUILAR, OFICIAL MAYOR, CON EL VISTO BUENO 
DE LA SECRETARIA GENERAL EN RELACIÓN A LA RECUPERACIÓN DE OFICIO DEL VIAL 
CONOCIDO COMO CALLE CORBETA

ANTECEDENTES

Primero: Con número de registro de entrada 2022-E-RC-6226, por don XXXX en 
representación de la Comunidad de Propietarios Edificio Aida Marina del 
Este se presentó instancia indicando:

Asunto: Comunicando actividad de garaje comunitario uso privado 

Expone:  Que  en  relación  con  Edificio  AIDA  de  Urbanización  Jardines  de 
Adnania, en Avda. Marina del Este, se comunica entrada en funcionamiento de 
las plazas de aparcamiento 24 a 35, interesando la autorización de vado de 
entrada. Al tratarse de actividad no sujeta a la Ley 7/2007 G.I.C.A. y al 
disponer de Licencia de Primera Ocupación. Dejando constancia de nuestra 
disposición de subsanar lo que se indique, con invocación de precepto en 
que se fundamente. 
Solicita: Tenga pro comunicado la puesta en funcionamiento de dichas plazas 
de aparcamiento, y por realizadas las anteriores manifestaciones.

Segundo: Por el responsable de la sección administrativa de tráfico se 
emitió informe indicando:

Mediante el presente y en relación a la solicitud efectuada por D.XXXX, en 
representación de la Comunidad de Propietarios Edif. Aída - Urbanización 
Jardines de Adnania, sita en Marina del Este, en la que pide licencia vado 
permanente para acceso a garaje comunitario. 

R E S U L T A: Que, al objeto de dar trámite a la solicitud de referencia, 
se solicita se informe si el vial de referencia, es de titularidad pública 
o privada, ya que se encuentra limitado el acceso con una barrera.

Tercero:  Por  el  delineante-topógrafo  del  servicio  de  arquitectura  y 
urbanismo se informó:

Antonio Aneas Ruiz, Topógrafo de esta Administración Municipal, en relación 
con el expediente N. º 6.706/2.022, presentada por la C.P. EDIFICIO AIDA, 
con C.I.F: XXXX, representado por DON XXX con N.I.F: XXXX, en el que se me 
solicita la Titularidad de un vial, conocido como Calle XXXX, del término 
municipal de Almuñécar, se comunica lo siguiente: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 03/08/2.022 y registro de entrada N.º 2022-E-RC-6226, D. XXXX, en 
nombre y representación de C.P. Edificio Aida, solicita licencia de vado 
permanente para acceso a garaje comunitario. 

CONCLUSIÓN 

Que,  visto  y  examinado  el  expediente  de  referencia,  tras  la  cual  se 
solicita la información y el estado actual del Vial Público y habiendo 



girado visita al efecto de comprobación sobre la ubicación del mismo, pongo 
de manifiesto: 

• Con respecto al PGOU de Almuñécar, según la Ordenación General en su Hoja 
Nº33  y  en  su  plano  Nº28,  SE  ENCUENTRA  GRAFIADO  EL  VIAL  SOBRE  EL  QUE 
SOLICITA  LA  INFORMACIÓN,  apareciendo  como  VIAL  SECUNDARIO.  (Anexo 
P.G.O.U.). 

•  Según  la  información  catastral,  el  vial  sobre  el  que  solicita 
información, APARECE IDENTIFICADO COMO CALLE PÚBLICA, dando indicios de que 
LA TITULARIDAD NO ES PRIVADA. (Anexo Catastral) 

Lo que se comunica a los efectos que se estimen oportunos.

Cuarto: Por  el  responsable  de  la  sección  administrativa  de  tráfico  se 
informa:

Mediante  el  presente  y  con  motivo  de  la  petición  efectuada  mediante 
registro de entrada 6226 de fecha 03-08-2022 por D. XXXX, en representación 
de la Comunidad de Propietarios del Edificio Aida sito en la urbanización 
Marina del Este, en la que solicita licencia municipal de vado permanente 
para el inmueble de referencia. 
R E S U L T A:
Que,  al  realizar  inspección  ocular  en  el  lugar  de  referencia  para  la 
tramitación de la licencia solicitada, y como podemos observar en la imagen 
insertada en el presente, para acceder a la zona colindante al edificio se 
encuentra  instalada  una  barrera  que  impide  la  libre  circulación  de 
vehículos.

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN:
Que, revisado el expediente de referencia, observamos que, en el informe 
elaborado por los servicios técnicos de urbanismo, indica que se trata de 
un  vial  catalogado  como  de  uso  público.  Por  tanto,  se  hace  necesario 
requerir, si así se estima, para que por parte de la Comunidad de usuarios 
de marina del este, se proceda a la retirada de la barrera que limita el 
acceso  de  vehículos  a  la  misma,  o  en  su  defecto,  que  se  retire 
subsidiariamente por parte de esta administración.

Quinto: Por el Ingeniero Técnico de obras Públicas municipal del servicio 
de ingeniería e infraestructuras se ha informado al respecto:

1. En el informe redactado por el Servicio de Arquitectura y Urbanismo 
de este Ayuntamiento en septiembre de 2022, se pone de manifiesto 
que: 

a. Con respecto al PGOU de Almuñécar, según la Ordenación General en su 
Hoja Nº33 y en su plano Nº28, SE ENCUENTRA GRAFIADO EL VIAL SOBRE EL QUE 



SOLICITA  LA  INFORMACIÓN,  apareciendo  como  VIAL  SECUNDARIO.  (Anexo 
P.G.O.U.). 

b.  Según  la  información  catastral,  el  vial  sobre  el  que  solicita 
información, APARECE IDENTIFICADO COMO CALLE PÚBLICA, dando indicios de que 
LA TITULARIDAD NO ES PRIVADA. 

2. En este Servicio de Ingeniería e Infraestructuras NO SE TIENE CONSTANCIA 
QUE EL VIAL HAYA SIDO RECEPCIONADO por parte del Ayuntamiento de Almuñécar, 
no realizándose mantenimiento del mismo ni de su infraestructura por el 
Servicio de Mantenimiento.

Sexto:  Constan registros de entrada 2022-E-RC-7074 y 2023-E-RC-122 de la 
Dirección  general  de  la  Guardia  Civil,  sección  SEPRONA solicitando 
información  sobre  instalación  de  barreras  o  puertas  en  varias 
urbanizaciones de Marina del Este-Almuñécar, entre las que se encuentra la 
conocida como Calle Corbeta, por denuncias de particulares, y a las que 
sobre la base del informe emitido por el arquitecto municipal se indicó en 
oficio de alcaldía:

“4. Barrera en confluencia de Avenida Marina del Este con calle Corbeta en 
inmediaciones de la urbanización Marina del Este. Se trata de una barrera 
que corta el paso rodado a un viario previsto en el vigente PGOU-87 de 
Almuñécar para su destino y uso público –denominado calle Corbeta-, y no 
consta –conforme a los datos que se facilitan al técnico firmante del 
presente informe-, autorización para su implantación. La denominada calle 
Corbeta  no  aparece  como  de  titularidad  privada  en  la  actual  Sede 
Electrónica de Catastro consultada.”

Séptimo: Con fecha 22 de febrero de 2023 se emitió informe por secretaría 
general, lo que dio lugar a la resolución de alcaldía 789-2023, por medio 
de la cual se acordó incoar procedimiento de recuperación de oficio de la 
calle  de  uso  público  Carretera  de  la  Playa  que  ha  sido  indebidamente 
usurpada  con  una  barrera  que  limita  el  acceso  de  vehículos  al  vial 
secundario  señalado,  la  cual,  al  ser  de  uso  público,  no  debe  tener 
limitación para el uso y disfrute de cualquier usuario que lo necesite, y 
dar audiencia a la  Comunidad de Propietarios Edif. Aída - Urbanización 
Jardines de Adnania, sita en Marina del Este, por un plazo de 10 días de 
conformidad  con  lo  establecido  en  los  artículos  143  del  Reglamento  de 
Bienes de las Entidades Locales de Andalucía aprobado por Decreto 18/2006, 
de 24 de enero, y 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Publicas. 

Lo que se notificó a don XXXX con número de registro de salida 2023-S-RE-
1901 y a XXXX con registro de salida 2023-S-RE-4526.

Octavo: Por don XXXX en representación de la Comunidad de Propietarios 
Edificio Aida se presentan alegaciones indicando:

Que atendiendo el traslado conferido por Resolución de Alcaldía Decreto 
2023-0789, adoptada en este procedimiento, nos remitimos íntegramente a 
nuestro anterior escrito de 20.01.2023, en especial a que la barrera que se 
cuestiona, ha sido instalada por la “Mancomunidad” de toda la urbanización, 
pudiendo contactar con la misma a través de su administración la mercantil 
XXXX con domicilio en Motril, calle XXXX, Tlf XXX, persona de contacto D. 
XXXX 

Que en consecuencia, no es disponible directamente por esta Comunidad de 
Propietarios. Amén de que ello no transforma el carácter público de ese 
espacio, como lo confirman los actos propios de ese Ayuntamiento que tiene 



otorgada licencia de primera ocupación de los edificios, y que por ese 
espacio se accede a otras propiedades y cocheras. 

Que se nos facilite el vado de entrada solicitado en su momento, al no 
informarse de ninguna otra objeción al respecto. Por lo expuesto, 

SOLICITAMOS: Que se tenga por presentado este escrito, y por formuladas 
estas alegaciones, con remisión a nuestro anterior escrito.

Y otro escrito de alegaciones posterior, indicando:

LA  COMUNIDAD  DE  PROPIETARIOS  del  Edificio  “AIDA”,  de  la  Urbanización 
“Jardines  de  Adnanía”,  en  Avenida  Marina  del  Este,  con  CIF  XXXX, 
representada  por  el  Abogado  D.XXXX,  DNI  XXXX,  Tlf  XXXX,  XXXX  conforme 
consta acreditada en Expediente de Tráfico 6706 / 2022, 

EXPONE:  Que  informándosenos  que  el  indicado  expediente  pende  en  esa 
Secretaria, para ser resuelto por la Junta de Gobierno, y del informe que 
igualmente nos refieren (verbalmente) que se ha emitido por el negociado de 
tráfico, del problema de la titularidad de los terrenos – identificados en 
el callejero como “Calle Corbeta” - por los que se accede a esas cocheras, 
y de que se ha procedido a instalar una barrera en la confluencia de dicha 
calle Corbeta con el vial principal de Avenida Marina del Este, se formulan 
las siguientes 

ALEGACIONES 

Primera.- Conforme se nos ha expuesto, entendemos que la información que se 
va a someter a Resolución resulta parcial e inexacta. 

Por un lado, no debe de haber duda de que ese espacio – y pese a la barrera 
instalada,  al  parecer  por  la  Mancomunidad  de  la  Urbanización  –  es 
claramente un terreno público. 

El  tema  puede  presentarse  de  forma  un  tanto  confusa,  al  no  constar 
expresamente documentadas las cesiones a público en el ámbito del Plan 
Parcial Playa de Marina del Este, por el hecho de que no llegó a haber 
reparcelación. Pues por medio se aprobó, en su momento, la revisión del 
planeamiento, tras la aprobación del plan parcial, figurando ya el suelo, a 
partir de ahí como “suelo urbano”, en vez de urbanizable, razón por la que 
se  eludió  por  los  promotores  o  propietarios  iniciales  el  hacer  la 
reparcelación. Pero, sin embargo, sí vendieron los solares como tales, lo 
que comporta o implica para considerarlos como suelo urbano consolidado el 
carácter público de las dotaciones y espacios libres definidos inicialmente 
como tales. 

Pero el hecho es que, conforme está consolidado, ha de reputarse ese suelo 
como suelo público, y así lo confirma también el hecho de que, por lo 
visto, los antiguos propietarios, hicieron hace años el amago de reclamar 
para su expropiación conforme al art. 140 de la LO.U.A. de 2002, siéndole 
rechazado  por  la  Comisión  Provincial  de  Valoraciones,  y  sin  que  fuera 
impugnado finalmente en vía jurisdiccional. 

Y  el  hecho  es  que,  conforme  a  esas  premisas,  de  ser  suelo  urbano 
consolidado, y con acceso directo a vía pública, se otorgaron las licencias 
tanto  de  los  edificios  de  esta  Urbanización,  como  de  las  viviendas 
unifamiliares  que  dan  a  ese  espacio  público.  Y,  recientemente,  se  han 
otorgado todas las licencias de primera ocupación a los edificios Horia y 
Aida de esta urbanización conforme referíamos en nuestra instancia inicial. 
La  cuestión,  como  decimos,  entendemos  que  está  absolutamente  clara  por 
parte de los técnicos de urbanismo (en concreto así se manifestó por el 



arquitecto municipal Sr. Zurita a propósito de las ultimas licencias de 
primera ocupación, tras la reparación de los edificios a instancias de 
SAREB), y huelga, volver a plantearla en estos momentos, y a propósito de 
esta petición de vado planteada. 

Y, si hubiera alguna duda, resultará necesario el expreso pronunciamiento 
por parte de Urbanismo, sobre este punto. 

Aparte de todo ello, tampoco puede afirmarse que ese espacio, de calle 
Corbeta,  puede  referirse  como  “espacio  privado”,  cuando,  conforme  se 
aprecia en las fotografías que adjunto, tiene asignado el nombre de calle 
“Corbeta”. Y por el mismo discurren distintos servicios y canalizaciones 
públicas.

Segunda.- Por otro lado, el hecho de la instalación de la barrera – como 
decimos a instancias de la Mancomunidad de toda la Urbanización, con lo que 
no es disponible por esta Comunidad, sino que cualquier cuestión sobre la 
misma habrá de entenderse con la Mancomunidad -, tiene plena justificación 
ante la falta de una ordenación y señalización del tráfico en la zona. 

Por lo visto, constituye una reclamación histórica de los vecinos de todo 
Marina del Este, que se realice esa ordenación y señalización del tráfico, 
sin respuesta alguna del Ayuntamiento - quizás por esa cuestión urbanística 
pendiente,  de  que  no  estaba  documentadas  las  cesiones  de  los  espacios 
libres y viales – de tal forma que, en concreto, en las épocas de verano 
ese  espacio  de  calle  Corbeta  se  acaba  convirtiendo  un  aparcamiento 
(caótico) al servicio del Puerto deportivo, impidiéndose el acceso a los 
vecinos hasta sus cocheras y viviendas, razón que es la que motiva la 
instalación de la barrera. Con lo que cuestionar la barrera, lealmente, 
habría de pasar porque el Ayuntamiento asuma y ejerza sus competencias, y 
deje  ordenado  el  tráfico,  identificando  los  aparcamientos  posibles,  y 
garantizando el acceso a todas las viviendas de la zona. 

Lógicamente, tampoco puede convertirse este expediente, en el instrumento 
para  cuestionar  la  instalación  de  esa  barrera.  Sino  que,  de  ser 
cuestionable,  será  lógicamente  objeto  de  un  expediente,  frente  a  la 
Urbanización, representada por la MANCOMUNIDAD DE JARDINES DE ADNANIA. 

Tercera.- En esta alegación, se exponen así dos extremos de hecho: 

 Que el espacio calle Corbeta por el que se accede a las cocheras del 
Edificio Aida, de la Urbanización Jardines de Adnania, respecto a las que 
se solicita el vado, se trata de un “espacio público”.
 Y que la instalación de la barrera en la confluencia de Avenida Marina 
del Este con calle Corbeta, convierte ese espacio en no público. 

Estos  hechos  pueden  resultar  trascendentes  para  resolver  sobre  lo 
planteado, a tenor del contenido del informe emitido por tráfico - nos han 
transmitido su contenido, en el sentido expuesto de la referencia a la 
“barrera” pero no lo hemos visto de forma completa-. 

Ante tal situación en el procedimiento administrativo el artículo 77.2 de 
la Ley 39/2015 prevé la opción: 

 Que o bien la administración actuante, y en la resolución se parte de 
aceptar lo alegado por esta parte. 
 O, alternativamente, habrá que practicar prueba sobre los mismos.

En consecuencia, dejamos interesado que, de forma previa a resolver, y a la 
urgencia  que  sea  posible  dada  la  dilación  que  viene  teniendo  este 



expediente, se recabe informe de Urbanismo, y de ser posible del propio Sr. 
Zurita – pues como decimos así se consideró en las licencias otorgadas – 
para  que  se  aporte  a  los  efectos  del  vado  interesado,  que  el  espacio 
identificado  como  calle  Corbeta  es  un  espacio  público,  sin  que  a  la 
presente haya cuestión por el mismo. 

Y que igualmente se recabe de la Mancomunidad de Jardines de Adnania, para 
que reconozcan lo aquí alegado:

(1) Que la barrera instalada en la confluencia de Avda Marina del Este con 
calle Corbeta ha sido instalada por los mismos, y 
(2) Que dicha barrera viene motivada por la falta de tutela desde tráfico 
ante la situación caótica que se produce en ese espacio especialmente en 
verano,  con  la  invasión  desordenada  de  vehículos  que  lo  utilizan  como 
aparcamiento dificultando el acceso a la Urbanización y a las casas allí 
existentes. 

Por lo expuesto, 

SOLICITAMOS: Que se tenga por presentado este escrito, y por formuladas 
estas  alegaciones,  con  la  documentación  adjunta,  todo  ello  en  orden  a 
facilitarnos  el  vado  interesado,  y  con  la  práctica  de  las  pruebas 
complementarias  que  se  proponen  de  forma  previa  a  resolver  si  fuera 
necesario.

Noveno: Mediante registro 2023-E-RE-6116 se presentan alegaciones por doña 
XXXX en representación de la Agrupación de Comunidades jardines de Adnania 
indicando: 

“Dª. XXX, en representación de la Comunidad de Propietarios “AGRUPACION DE 
COMUNIDADES DE JARDINES DE ADNANIA”, sita en la avenida de Marina del Este, 
con código de identificación XXX y domicilio a efectos de notificaciones en 
Motril,  calle  XXXX,  2º  A  (XXX),  en  calidad  de  Presidenta,  teniendo 
conocimiento de la apertura del Expediente 6706/2022, sobre recuperación de 
oficio  vial  carretera  de  la  Playa  (Marina  del  Este),  venimos  por  el 
presente escrito a presentar las siguientes 

ALEGACIONES

PRIMERA.-  La  Comunidad  de  Propietarios  “Agrupación  de  Comunidades  de 
Propietarios  Jardines  de  Adnania”,  se  sitúa  en  la  primera  línea  de 
edificios por encima de la playa de Marina del Este. Esta Comunidad se 
configura como ente jurídico independiente en la zona donde se ubica. En 
ese mismo sentido comparte la zona con el Puerto Deportivo, urbanizaciones 
y propietarios individuales. Durante los meses estivales, sobre todo en los 
meses de julio y agosto, se produce una auténtica avalancha de visitantes y 
turistas en la zona, siempre con vehículos de todo tipo, siendo el fin de 
semana, la época de mayor afluencia de personas a la playa de Marina del 
Este. Como saben ustedes, la capacidad de aparcamiento de la playa de 
Marina, del Este, así como del Puerto es muy limitada, y en las citadas 
fechas, los usuarios buscan un aparcamiento en cualquier sitio; se puede 
comprobar y ustedes lo conocen que hasta el mismo vial de bajada, es decir, 
la avenida de Marina del Este se convierte en un aparcamiento improvisado a 
ambos lados. Para los vecinos de las comunidades de esta Agrupación de 
Comunidades  Jardines  de  Adnania,  así  como  para  los  propietarios 
individuales de las viviendas contiguas, le suponen en muchas ocasiones no 
poder acceder con su vehículo a su propia casa. Menos aún poder estacionar, 
aunque sea de forma breve delante de su vivienda. Se repite todos los años 
la misma situación, sin que exista por parte de la Autoridad Competente un 
plan que evite estas consecuencias. También es habitual las llamadas a las 
dependencias municipales de La Herradura, incluso a la Policía Local y 



Guardia Civil de Almuñécar. Al final el resultado sigue siendo el mismo, 
que  es  que  el  tráfico  no  está  controlado  y  afecta  directamente  a  los 
propietarios de las viviendas, impidiendo el tránsito hacia sus viviendas, 
incluso a veces con dificultades de manera peatonal.

SEGUNDA.-  Esta  calle  de  acceso  solo  da  servicio  a  esta  Urbanización 
“Jardines de Adnania” y a seis viviendas individuales, es una calle cerrada 
y es de uso privado de los propietarios indicados. Todos parecen los mismos 
problemas, y se cuenta con el beneplácito de todos para dar una solución 
razonable a esta situación. De esta manera, el acceso a dicha zona es 
regulado, beneficia a los propietarios y usuarios de esa zona, y además 
procura la seguridad e impide que incluso se instalen autocaravanas de 
forma permanente. Es destacable que el acceso peatonal está garantizado. Se 
ha podido comprobar que son varias la Urbanizaciones de Marina del Este que 
cuenta con su acceso controlado de la misma forma, es decir, calles sin 
salida y de uso privado de los que allí viven.

TERCERA.- Esta Urbanización tiene su Vado Permanente desde hace años, con 
lo  que  puede  ser  asimilable  a  ampliable  a  esta  nueva  situación, 
persiguiendo la misma función que una puerta o acceso de garaje. Para todos 
los  que  allí  viven,  incluso  de  manera  permanente,  es  una  manera  de 
garantizar  la  seguridad  y  control  de  vehículos,  así  como  evitar  la 
instalación de autocaravanas. Cualquier otra recomendación o medida de esta 
Autoridad Municipal, será bien recibida, si tiene el mismo objetivo, que es 
la de evitar que se repita todos los años la misma situación caótica del 
tráfico en estas calles.

Por todo ello solicitamos Que se tenga por presentado este escrito y, 
conforme  con  lo  expuesto,  se  acuerde  atender  las  demandas  de  los 
propietarios que pertenecen a esta Urbanización “Jardines de Adnania”, así 
como  las  seis  viviendas  contiguas,  mediante  medidas  efectivas  para  el 
control y acceso de vehículos a esa zona, permitiendo el control que trae 
causa  en  este  Expediente  con  la  regularización  que  pueda  corresponder. 
Finalmente, solicito cita con el Responsable Municipal en este asunto, a 
fin de aclarar o matizar cualquier aspecto de nuestras alegaciones.

Décimo: Consta acuerdo de Junta de Gobierno Local de 20 de septiembre de 
2023 de recepción de la urbanización Punta de la Mona.

Undécimo: Se ha emitido informe por el arquitecto municipal indicando:

OBJETO DEL INFORME. 

Se solicita, por parte de la Secretaría del Ayuntamiento de Almuñécar, 
informe en relación con vial de la Punta de la Mona en las proximidades de 
los edificios AIDA y HORIA. 

ANTECEDENTES. 

Existe informe técnico del Servicio de Arquitectura y Urbanismo de fecha 19 
de septiembre de 2022, que señalaba: 

”(…) Que, visto y examinado el expediente de referencia, tras la cual se 
solicita la información y el estado actual del Vial Público y habiendo 
girado visita al efecto de comprobación sobre la ubicación del mismo, pongo 
de manifiesto: • Con respecto al PGOU de Almuñécar, según la Ordenación 
General en su Hoja Nº33 y en su plano Nº28, SE ENCUENTRA GRAFIADO EL VIAL 
SOBRE EL QUE SOLICITA LA INFORMACIÓN, apareciendo como VIAL SECUNDARIO. 
(Anexo P.G.O.U.). • Según la información catastral, el vial sobre el que 
solicita  información,  APARECE  IDENTIFICADO  COMO  CALLE  PÚBLICA,  dando 
indicios de que LA TITULARIDAD NO ES PRIVADA. (Anexo Catastral)



Lo que se comunica a los efectos que se estimen oportunos.”.” 

INFORME. 

Debe reiterarse lo señalado en el informe en su día evacuado, al tratarse 
de  un  viario  grafiado  como  de  uso  público  en  el  vigente  PGOU-87  de 
Almuñécar.

Igualmente, no aparece reconocido como recinto privado en la información 
catastral actual, no identificándose como parte de un inmueble privado.

Por tanto, el viario que nos ocupa está previsto como de uso público en el 
vigente PGOU-87 de Almuñécar, no habiendo indicios, desde la información 
catastral de que se dispone, de corresponder dichos terrenos a inmuebles 
privados. Por ello, los problemas de funcionamiento y ocupación del viario 
público  que  pudieran  existir,  dada  la  condición  antedicha,  deben  ser 
solventados desde una adecuada regulación y ordenación de su tráfico y, en 
su caso, de las correspondientes plazas de aparcamientos. Dese traslado a 
Secretaría del presente informe.

Duodécimo: Por los servicios técnicos municipales, se ha emitido informe 
con fecha 27 de febrero de 2024, valorando la retirada de la barrera por el 
propio  Ayuntamiento,  en  caso  de  no  retirarse  por  la  Agrupación  de 
Comunidades de Jardines de Adnania H-18778456, con el siguiente contenido:

“Que solicitada valoración por parte de Secretaría General Municipal y a la 
vista de la documentación incorporada en el expediente de referencia, se 
procede a la valoración estimada de los trabajos necesarios a realizar para 
el desmontaje de la barrera de acceso instalada en el vial mencionado:

ASCIENDE  LA  PRESENTA  VALORACIÓN  ESTIMADA  A  LA  EXPRESADA  CANTIDAD  DE 
QUINIENTOS DOCE CON SETENTA Y CUATRO EUROS (512´74 €)” 

Décimo tercero: Con fecha 21 de mayo de 2024, se emitió informe por la 
Oficial Mayor, que dio lugar a la resolución de alcaldía por la que se 
acuerda:

“Primero: Declarar la caducidad del expediente de recuperación de oficio de 
la Calle Corbeta por transcurso del plazo máximo para resolver el mismo, 
conforme a lo previsto en el artículo 21 y 25 de la Ley 39/2015 debiendo 
ordenarse el archivo de las actuaciones. 
Segundo:  Al  no  haberse  producido  la  prescripción  de  la  acción  por 
encontrarnos  ante  un  vial  público  y  ante  la  potestad  y  obligación  de 
recuperación  de  oficio  del  mismo,  que  se  proceda  a  iniciar  nuevamente 
expediente para proceder a la recuperación de oficio de la Calle Corbeta.”

CONSIDERACIONES JURÍDICAS



PRIMERA.- La normativa que resulta de aplicación es la siguiente:
Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de 

Andalucía (LBEL): arts. 63 y 66.
Decreto 18/2006, de 24 de enero, Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales de Andalucía (RBELA): arts. 85, 119, 125, 127 y 140 y ss.
Decreto  1372/1986,  de  13  de  junio,  Reglamento  de  Bienes  de  las 

Entidades Locales (RBEL): arts. 9, 44, 70 a 72.
Ley 33/2003, de Patrimonio de las Administraciones Públicas: art. 28
Ley 7/1985, de 2 de abril, LBRL: arts. 4.1.d), 68 y 82

SEGUNDA.- Al amparo de lo dispuesto en el art. 9 del RBEL, el art. 68 de la 
LBRL, el art. 54.3 del TRRL y el art. 85 del RBELA las Entidades Locales 
tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de 
sus bienes y derechos. 
En esta misma línea, el art. 28 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas con carácter básico, establece 
el  deber  de  las  Administraciones  Públicas  de  proteger  y  defender  su 
patrimonio, a cuyo efecto, tienen la facultad y el deber de ejercer las 
potestades  administrativas  y  de  ejercer  las  acciones  judiciales  que 
procedan.
TERCERA.- Entre  las  potestades  que  ostentan  las  Entidades  Locales 
enumeradas en el art. 63 de la LBEL, el art. 44 del RBEL y el art. 119 del 
RBELA se encuentra la recuperación de oficio de sus bienes. 
Así, el art. 66 de la LBEL las Entidades Locales, el art. 70 LBRL y el art. 
140 del RBELA establecen que podrán recuperar por sí mismas, en cualquier 
momento la tenencia de sus bienes de dominio público.
CUARTA.- El ejercicio de la potestad de recuperación resulta obligado para 
la Administración, una vez comprobada la usurpación, en este sentido la 
Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  5.04.2000 afirma  que  las  Entidades 
Locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la 
defensa de sus bienes y derechos y cualquier vecino podrá requerir su 
ejercicio a la Entidad interesada, de suerte que a falta de ejercicio de 
las mismas, en el plazo de treinta días, por parte del Ayuntamiento dará 
lugar a la posibilidad de que los vecinos interesados puedan ejercitarlas 
por sí mismas en las consecuencias previstas en el art. 68 del Reglamento 
de Bienes de las Entidades Locales, relativas al resarcimiento de costas y 
daños y perjuicios que le hubieran causado al vecino, en el caso de que 
prosperase la acción.
QUINTA.- El procedimiento establecido para la recuperación de oficio de 
bienes patrimoniales o demaniales viene regulado en los arts. 140 y ss del 
RBELA. 
SEXTA.- La  competencia  para  acordar  el  inicio  del  procedimiento  de 
recuperación  de  oficio  de  los  bienes  de  dominio  público  usurpados 
corresponde al Alcalde a tenor de lo establecido en el  art. 142.2 del 
RBELA. 

Por ello, SE PROPONE: 
Primero.- Incoar procedimiento de recuperación de oficio de la calle de uso 
público Calle Corbeta que ha sido indebidamente usurpada con una barrera 
que limita el acceso de vehículos al vial secundario señalado, la cual, al 
ser de uso público, no debe tener limitación para el uso y disfrute de 
cualquier usuario que lo necesite.
Segundo.- Que se dé audiencia a la Comunidad de Propietarios Edif. Aída - 
Urbanización Jardines de Adnania, sita en Marina del Este, por un plazo de 
10  días  de  conformidad  con  lo  establecido  en  los  artículos  143  del 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía aprobado por 
Decreto 18/2006, de 24 de enero, y 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Publicas.
Tercero.- Una  vez  resueltas  las  alegaciones  que  se  presenten  o, 
transcurrido  el  plazo  sin  que  se  hayan  presentado,  dar  traslado  del 
presente acuerdo para Dictamen de la Comisión Municipal y, efectuados todos 



estos trámites, que se dé cuenta al Pleno Municipal para que acuerde lo 
procedente.
Este  es  el  informe  que  se  emite,  salvo  criterio  superior  fundado  en 
derecho.

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

Primero.- Incoar procedimiento de recuperación de oficio de la calle de uso 
público Calle Corbeta que ha sido indebidamente usurpada con una barrera 
que limita el acceso de vehículos al vial secundario señalado, la cual, al 
ser de uso público, no debe tener limitación para el uso y disfrute de 
cualquier usuario que lo necesite.
Segundo.- Que se dé audiencia a la Comunidad de Propietarios Edif. Aída - 
Urbanización Jardines de Adnania, sita en Marina del Este, por un plazo de 
10  días  de  conformidad  con  lo  establecido  en  los  artículos  143  del 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía aprobado por 
Decreto 18/2006, de 24 de enero, y 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Publicas.
Tercero.- Una  vez  resueltas  las  alegaciones  que  se  presenten  o, 
transcurrido  el  plazo  sin  que  se  hayan  presentado,  dar  traslado  del 
presente acuerdo para Dictamen de la Comisión Municipal y, efectuados todos 
estos trámites, que se dé cuenta al Pleno Municipal para que acuerde lo 
procedente.
Este  es  el  informe  que  se  emite,  salvo  criterio  superior  fundado  en 
derecho.

8º.- Expediente 8496/2023; Resolución de expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado a instancia de Don L.A.

Se da cuenta del informe-propuesta emitido por la Oficial Mayor, 
siguiente:

“INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN QUE EMITE LA INSTRUCTORA DEL EXPEDIENTE, 
SUSANA  MUÑOZ  AGUILAR  EN  REFERENCIA  A  LA  RECLAMACIÓN  DE  RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL PRESENTADA

De conformidad con los artículos 82 y 91 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas,  en  relación  con  el  expediente  n.º  8496/2023,  que  se  está 
tramitando en el Ayuntamiento, sobre la base de los siguientes,

ANTECEDENTES

PRIMERO: Mediante instancia con número de registro general de entrada 2023-
E-RC-6625  de  fecha  08/08/2023,  por  Don  XXXX,  se  presentó  reclamación 
patrimonial frente al Ayuntamiento por los siguientes hechos:
“Caída con tapa de alcantarilla en Carretera de la playa, aproximadamente a 
la altura de Carretera de la Negrita, debido a una tapa de alcantarilla en 
plena calle dirección a La Herradura muy debajo del nivel del pavimento, 
aproximadamente unos 10 cm, lo cual forma un hoyo enorme. Lo que provocó 
una fuerte caída…” 



SEGUNDO: Con fecha 21/08/2023 se notificó comunicación del artículo 21 de 
la Ley 39/2015 de 1 de octubre, requiriéndose en la misma la subsanación de 
la  solicitud  presentada,  con  registro  de  salida  2023-S-RE-8240,  y 
solicitándole entre otros extremos, la evaluación económica total de la 
responsabilidad  patrimonial,  si  fuera  posible,  acompañada  de  informe 
pericial correspondiente, y/o aportando facturas originales.

TERCERO: Con fecha 29/08/2023 se presenta instancia por el interesado con 
número de registro de entrada 2023-E-RE-9170 aportando informe de alta de 
urgencias.

CUARTO: Con fecha 14/09/2023 se dicta Resolución de Alcaldía 2023-3651 de 
admisión a trámite, notificándose la misma el 15/09/2023.

QUINTO: Con fecha 19/09/2023 se solicita informe al servicio de ingeniería, 
el  cual,  es  emitido  con  fecha  25/09/2023  por  el  Ingeniero  de  Obras 
Públicas, y cuyo tenor literal es el siguiente:

“1. El técnico que suscribe no ha tenido conocimiento de estos hechos hasta 
que no se le ha notificado el expediente para la emisión del presente 
informe. Tampoco de otros sucesos parecidos que hayan podido ocurrir en ese 
emplazamiento.
2. El vial denominado Carretera de la Playa, se corresponde con el vial Nº 
108 del Planeamiento vigente. Este vial no se encontraba recepcionado por 
el Ayuntamiento de Almuñécar a la fecha de ocurrencia de los hechos, no 
siendo responsable de su mantenimiento.
3. Que se ha realizado visita al emplazamiento con fecha 22/09/2023 para 
comprobación y toma de datos para el expediente.
4.  Se  desconoce  la  ubicación  exacta  de  ocurrencia  de  los  hechos.  El 
solicitante no aporta ninguna imagen que de la situación exacta de la tapa 
de alcantarillado.
5. Se ha realizado recorrido a pie de la traza de la Carretera de la Playa 
en la zona indicada, a la altura de Carretera de la Negrita (aprox. 80 
metros  en  sentido  ascendente  desde  ella  y  otros  130  metros  en  el 
descendente),  no  observándose  ninguna  de  las  tapas  de  los  pozos  de 
alcantarillado  existentes  en  esos  210  m.  con  los  daños  indicados, 
encontrándose todos enrasados con el pavimento.



6. Existe señalización TR-301 de limitación de velocidad máxima para zona 
de  obras  (a  20  km/h) y  TP-15a  de  resalto,  debido  a  la  irregularidad 
superficial de la vía por la existencia de un deslizamiento en la calzada.

7.  Si  la  caída  es  producida  por  el  mal  estado  de  una  tapa  de 
alcantarillado,  se  debería  haber  dado  traslado  de  la  reclamación  a  la 
empresa responsable del servicio y mantenimiento de la misma, en este caso 
Aguas y Servicios de la Costa Tropical de Granada AIE, por pertenecer a la 
infraestructura de su red.
Lo que se informa para su conocimiento.”

SEXTO: Con fecha 25/09/2023 se notifica trámite de audiencia de conformidad 
con el artículo 82 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre.

SEXTO:  Con  fecha  28/09/2023,  se  solicita  por  el  interesado  copia  del 
informe emitido por el Servicio de Ingeniería, dándosele traslado de dicha 
documentación con fecha 28/09/2023.

SÉPTIMO: Con fechas 24/10/2023 y 17/12/2023, mediante instancias con número 
de  registro  de  entrada  2023-E-RE-11300  y  2023-E-RE-13050  se  presentan 
alegaciones por el interesado.

OCTAVO:  Con  fecha  15/01/2024  se  le  vuelve  a  requerir  subsanación 
consistente en: 
“Lugar exacto donde se produjo la caída, aportando fotografías del lugar y 
de la alcantarilla en cuestión.”

NOVENO:  Con  fecha  08/02/2024  se  presenta  subsanación  por  el  interesado 
mediante instancia con número de registro de entrada 2024-E-RE-1514.

DÉCIMO:  Con  fecha  08/02/2024  se  solicita  nuevo  informe  al  servicio  de 
ingeniería, el cual, es emitido con fecha 12/02/2024 por el Ingeniero de 
Obras Públicas, y cuyo tenor literal es el siguiente:
“1. El técnico que suscribe se ratifica en todos los puntos de su informe 
anterior. Además de lo anterior, aporta la siguiente información:
2. Que la tapa de alcantarillado objeto de informe, este técnico cree que 
se encuentra a una distancia de unos 230 metros en la Carretera de la 
Playa, dirección a La Herradura, desde la zona indicada en la reclamación 
(“aproximadamente altura de Ctra de la Negrita”).
3. Visto el acuerdo de Junta de Gobierno Local de fecha 20.09.23 por el que 
se acuerda la recepción de la Urbanización Punta de la Mona. Desde esa 



fecha, el Ayuntamiento es el responsable de la conservación y mantenimiento 
del vial.
4. Que actualmente, se están ejecutando obras de emergencia en la zona, 
para la ejecución de reparaciones de mejora y seguridad del vial.
5. Que los hechos ocurrieron el 5 de agosto de 2023. En esa fecha, se 
reitera  que  el  Ayuntamiento  no  era  responsable  de  la  conservación  o 
mantenimiento del vial.
Lo que se informa para su conocimiento.”

DÉCIMOPRIMERO: Se han realizado todos los actos de instrucción que son 
necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos, 
en  virtud  de  los  cuales  se  va  a  proceder  a  realizar  la  propuesta  de 
resolución, habiéndose practicado las correspondientes pruebas.

INFORME

PRIMERO:  Para que nazca la exigencia de responsabilidad patrimonial a la 
Administración,  es  imprescindible  que  exista  nexo  causal  entre  el 
funcionamiento normal o anormal del servicio público y el resultado lesivo 
o dañoso producido (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2012).
Tal y como estableció la Sentencia de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 743), 
y ha venido reiterando la jurisprudencia posterior, así la Sentencia del 
Tribunal Supremo, Sala 3ª de lo Contencioso-Administrativo de 24 de enero 
de 2007:
“Para  apreciar  la  existencia  de  responsabilidad  patrimonial  de  la 
Administración son precisos los siguientes requisitos:

a. La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e 
individualizado en relación a una persona o grupo de personas.

b. Que  el  daño  o  lesión  patrimonial  sufrida  por  el  reclamante  sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal-es indiferente la 
calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata  y  exclusiva  de  causa  a  efecto,  sin  intervención  de 
elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.

c. Ausencia de fuerza mayor.
d. Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño 

cabalmente causado por su propia conducta.”

SEGUNDO: En relación al primer requisito, la efectiva realidad del daño o 
perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación a una 
persona o grupo de personas, por el interesado no se ha aportado evaluación 
económica de los daños producidos.
En cuanto a la evaluación económica, la Ley 35/2015 de 22 de diciembre, de 
reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a 
las personas en accidentes de circulación, establece en su artículo 37 la 
necesidad de que exista informe médico para la determinación y medición de 
las secuelas:
“La determinación y medición de las secuelas y de las lesiones temporales 
ha de realizarse  mediante informe médico ajustado a las reglas de este 
sistema.”
Tras la entrada en vigor el día 1 de enero de 2016 de la Ley 35/2015, de 22 
septiembre, de reforma del sistema de valoración de daños y perjuicios 
causados a las personas en accidentes de circulación, que modificó de forma 
sustancial  el  Texto  Refundido  de  la  Ley  sobre  responsabilidad  civil  y 
seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el RD Leg 
8/2004, de 29 de octubre, el informe médico ha pasado a convertirse en un 
elemento esencial del sistema legal previsto para la reparación de los 
daños corporales.
Así,  los  informes  periciales  médicos,  tienen  por  objeto  determinar  la 
existencia  y  entidad  de  los  distintos  conceptos  indemnizatorios 
relacionados  con  los  daños  corporales  del  perjudicado  ajustándose  al 
sistema establecido en el nuevo baremo introducido por la Ley 35/2015, 



siendo periciales, porque sus conclusiones están basadas en la ciencia y en 
la práctica médicas, por lo que son los profesionales de la salud quienes 
están capacitados para su elaboración, y no los abogados.
Con respecto a las lesiones temporales, la primera cuestión controvertida 
es determinar el período temporal de este concepto, siendo fácil fijar el 
término inicial de las lesiones temporales (día del siniestro) pero mucho 
más  difícil  determinar  el  término  final  al  referirse  a  dos  posibles 
situaciones:  finalización  del  proceso  curativo  o  estabilización  de  la 
lesión y su conversión en secuela, hechos en los que sólo la ciencia médica 
nos puede informar cuándo el tratamiento médico ha conseguido su efecto 
terapéutico completo de tal modo que se ha producido la curación total del 
perjudicado o cuando el tratamiento médico ha dejado de tener un efecto 
terapéutico porque ya no progresa en la curación y pasa a tener un efecto 
meramente paliativo. En consecuencia, el informe pericial médico deberá 
precisar  los  días  que  comprenden  las  lesiones  temporales  sin  hacer 
referencia en ningún caso al concepto de días de baja laboral.
Y en el mismo sentido, en relación con las secuelas, debemos diferenciar el 
perjuicio personal y el perjuicio patrimonial, y el médico forense habrá de 
relacionar cada unas de las que padece el lesionado.
Por la parte interesada, no se ha aportado informe médico alguno, ni se ha 
concretado la petición en daños materiales o personales, debiéndose aquí 
recordar que la carga de la prueba de los presupuestos que hacen nacer la 
responsabilidad  indemnizatoria,  recae  en  quien  la  reclama,  tal  y  como 
establecieron las  Sentencias del TS de 19 de junio de 2007 y de 9 de 
diciembre de 2008, entre otras, y conforme el principio de carga de la 
prueba establecido en el art. 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, por lo que es de obligado cumplimiento que en el 
expediente conste la actividad probatoria necesaria para cuantificar el 
daño padecido, siendo el reclamante el que ha de aportar los medios de 
prueba de los que quiera hacerse valer.
En este sentido, el principio general, inferido del artículo 217 de la LEC, 
que atribuye la carga de la prueba a aquél que sostiene el hecho ("semper 
necesitas  probandi  incumbit  illi  qui  agit")  así  como  los  principios 
consecuentes recogidos en los brocardos que atribuyen la carga de la prueba 
a la parte que afirma, no a la que niega ("ei incumbit probatio qui dicit 
non qui negat") y que excluye de la necesidad de probar los hechos notorios 
("notoria non egent probatione") y los hechos negativos ("negativa no sunt 
probanda").  Por  ello,  se  ha  de  partir  del  criterio  de  que  cada  parte 
soporta la carga de probar los datos que, no siendo notorios ni negativos y 
teniéndose por controvertidos, constituyen el supuesto de hecho de la norma 
cuyas consecuencias jurídicas invoca a su favor (por todas, sentencias de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TS de 27 de noviembre de 1985, 
9 de junio de 1986, 22 de septiembre de 1986, 29 de enero y 19 de febrero 
de 1990, 13 de enero, 23 de mayo y 19 de setiembre de 1997, 21 de setiembre 
de 1998). Y ello sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse o 
alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en 
su vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay 
datos de hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las 
partes y de difícil acreditación para la otra (SSTS (sala 3ª) de 29 de 
enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, 
entre  otras)1.  En  consecuencia,  es  a  la  parte  demandante  a  quien 
corresponde, en principio, la carga de la prueba sobre las cuestiones de 
hecho determinantes de la existencia, de la antijuridicidad, del alcance y 
de la valoración económica de la lesión, así como del sustrato fáctico de 
la relación de causalidad que permita la imputación de la responsabilidad a 
la Administración. A ésta le incumbirá, por el contrario, la acreditación 
de los hechos por ella alegados que nieguen o desvirtúen las alegaciones 
del actor.
Y la Sentencia del TSJ Andalucía (Sevilla) (Contencioso), sec. 4ª, de 04-
04-2018, nº 341/2018, rec. 526/2016:



“El art. 217.2 de la Ley 1/2000 , de Enjuiciamiento Civil, dispone con 
claridad que corresponde al actor la carga de probar la certeza de los 
hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a 
ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones de 
la  demanda.  Es  por  tanto  al  que  reclama,  en  los  supuestos  de 
responsabilidad patrimonial , a quien corresponde acreditar los hechos y 
circunstancias  determinantes  y  necesarios  para  la  afirmación  de  dicha 
responsabilidad,  entre  otros,  los  correspondientes  a  la  prueba  de  la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y el 
efectivo daño producido. Lo que sucede es que, en virtud de lo que señala 
el apartado 6º del art. 217 LEC , es en la aplicación concreta de esta 
regla sobre carga de la prueba donde el juzgador deberá tener presente la 
disponibilidad y facilidad probatoria que corresponda a cada una de las 
partes en litigio. Una cosa es, por tanto, la carga de la prueba (que en el 
presente  supuesto  corresponde  al  reclamante)  y  otra  las  reglas  de 
valoración de los elementos probatorios para afirmar si se ha cumplido con 
la  citada  carga  y  que  se  mueven  en  la  órbita  de  la  facilidad  y 
disponibilidad probatoria”.

TERCERO:  Con  respecto  al  segundo  requisito,  que  el  daño  o  lesión 
patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal -es indiferente la calificación- de los servicios públicos 
en una relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin 
intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo 
causal.
Como ya se ha indicado, en este punto debemos nuevamente traer a colación 
el hecho de que la carga de la prueba corresponde al reclamante, debiendo 
este aportar las pruebas inequívocas de que el daño ocasionado se debe al 
funcionamiento de los servicios públicos.

A este respecto, nuestro Tribunal Supremo ha venido asentando de forma 
progresiva, que, en aplicación de la remisión normativa establecida en el 
artículo 60.4 de la vigente Ley 29/1998, de 13 de julio), rige en el 
proceso  contencioso-administrativo  el  principio  general,  inferido  del 
artículo 1.214 del Código Civil, que atribuye la carga de la prueba a aquél 
que sostiene el hecho («semper necesitas probandi incumbit illi qui agit») 
así  como  los  principios  consecuentes  recogidos  en  los  brocardos  que 
atribuyen la carga de la prueba a la parte que afirma, no a la que niega 
(ei  incumbit  probatio  qui  dicit  non  qui  negat)  y  que  excluye  de  la 
necesidad de probar los hechos notorios (notoria non egent probatione) y 
los hechos negativos indefinidos (negativa no sunt probanda). En virtud de 
lo dicho, en la administración del principio sobre la carga de la prueba, 
se ha de partir del criterio de que cada parte soporta la carga de probar 
los  datos  que,  no  siendo  notorios  ni  negativos  y  teniéndose  por 
controvertidos,  constituyen  el  supuesto  de  hecho  de  la  norma  cuyas 
consecuencias  jurídicas  invoca  a  su  favor  (por  todas,  Sentencias  del 
Tribunal Supremo de fecha 27 de noviembre de 1985, 9 de junio de 1986, 22 
de septiembre de 1986, 29 de enero y 19 de febrero de 1990, 13 de enero, 23 
de mayo y 19 de septiembre de 1997 y 21 de septiembre de 1998.

La carga de la prueba de los hechos en que se base la reclamación de 
responsabilidad patrimonial recae necesariamente sobre el sujeto que la 
plantea,  siendo  una  formulación  enunciada  por  nuestra  jurisprudencia 
sistemáticamente, que encuentra su principal apoyo en el artículo 217 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero de Enjuiciamiento Civil, que viene a recoger las 
reglas del “onus probandi”, sentando la conocida máxima de que incumbe la 
prueba de las obligaciones al que reclama su cumplimiento.

Tal y como señalada el Ingeniero de Obras Públicas en su informe, “los 
hechos ocurrieron el 5 de agosto de 2023. En esa fecha, se reitera que el 



Ayuntamiento  no  era  responsable  de  la  conservación  o  mantenimiento  del 
vial.”
Por lo que la responsabilidad de la conservación y mantenimiento de dicho 
vial correspondía en ese momento a la CC.PP. de la Urbanización Punta de la 
Mona.”

En efecto, consta acuerdo de Junta de Gobierno Local de 20 de septiembre de 
2023, de recepción de urbanización Punta de la Mona, posterior a la caída 
alegada por el interesado.

Dejando  a  un  lado  lo  recogido  y  ratificado  por  el  Ingeniero  de  Obras 
Públicas municipal, en referencia a la no recepción de la vía objeto del 
presente expediente y a que el mantenimiento de la misma no compete al 
Ayuntamiento en el momento de producirse el siniestro, y por dejar mayor 
constancia del caso en el expediente, vamos a analizar las circunstancias 
del mismo respecto a la debida pericia en la circulación por el reclamante 
y respecto a las irregularidades que se indican como causa del presente 
expediente. 

Conviene  recordar  la  afirmación  ampliamente  repetida  por  tribunales  y 
consejos consultivos, de que la Administración no puede ser culpable de 
cualquier daño que los ciudadanos sufran por el mero tránsito por las vías 
públicas, siendo necesario valorar si el daño se hubiese podido evitar 
deambulando con la atención correcta. Así, la sentencia de 13 de abril de 
1999 (RJ 1999, 4515), recoge la falta de atención del perjudicado.

Con respecto a la imputabilidad de la Administración, el Tribunal Supremo 
en sentencia de 5 de junio de 1998 vino a señalar que la prestación de un 
servicio público por la Administración y la titularidad por parte de ésta 
de  la  infraestructura  material  no  implica  que  el  vigente  sistema  de 
responsabilidad  patrimonial  objetiva  de  las  Administraciones  Públicas 
convierta a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el 
fin  de  prevenir  cualquier  eventualidad  desfavorable  o  dañosa  para  los 
administrados  que  pueda  producirse  con  independencia  del  actuar  del 
administrado, porque de lo contrario, aquel se transformaría en un sistema 
providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico.

Tal y como establece la  Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de marzo de 
1998 “basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los 
límites impuestos por los estándares de seguridad exigibles conforme a la 
conciencia social.”

Siguiendo la misma línea, el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía 
número 670/2017, indica:

“Este Consejo consultivo ha puesto de manifiesto en supuestos similares 
que, “según la conciencia social (reflejo del más puro sentido común), no 
puede resultar exigible que el pavimento carezca de fisuras menores o esté 
en  perfecto  estado  en  todo  el  término  municipal,  como  tampoco  puede 
ignorarse que el ciudadano debe observar un deber mínimo de cuidado, es 
decir, una diligencia que le permita desenvolverse con normalidad en una 
vía pública, evitando los riesgos socialmente tolerables y acomodando su 
conducta a la situación de tales espacios”. Los ciudadanos han de emplear 
una cierta diligencia cuando se desenvuelvan por espacios públicos (por 
cualquier  espacio  en  realidad),  de  modo  que  puedan  sortear  tanto  las 
deficiencias  o  irregularidades  menores  que  puedan  existir   como  la   
disposición propia de los elementos públicos en la organización espacial 
que de ellos haya realizado.”

Y el Dictamen 281/2016:



“Sin embargo, eso no significa que exista responsabilidad patrimonial. Este 
Consejo suele recordar que no todo funcionamiento anormal (o normal) genera 
responsabilidad patrimonial, sino solo aquél que haya sido determinante del 
daño y ese rasgo es precisamente lo que falta aquí.
[...]
Por tanto, con los elementos de juicio que arroja el expediente, no puede 
considerarse acreditada la relación de causalidad entre el funcionamiento 
del servicio y el daño por el que se reclama.”

Además,  en  el  presente  caso,  debemos  tener  en  cuenta  el  Real  Decreto 
Legislativo  6/2015,  de  30  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  texto 
refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad  Vial,  en  cuyo  artículo  21,  límites  de  velocidad  recoge  la 
obligación  del  conductor  de  tener  en  cuenta  las  “características  y  el 
estado  de  la  vía,  del  vehículo  y  de  su  carga,  las  condiciones 
meteorológicas,  ambientales  y  de  circulación  y,  en  general,  cuantas 
circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de 
su vehículo a las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de 
los límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda 
presentarse.” Así el reclamante debió adecuar su conducción a la calzada 
llegando incluso a detener el vehículo si fuese necesario. 
En  este  sentido,  existen  diversos  Dictámenes  del  Consejo  Consultivo  de 
Andalucía, así:
- El Dictamen 0768/2019 del Consejo Consultivo de Andalucía señala:
“Se reclama por el accidente sufrido cuando el interesado circulaba con su 
motocicleta por una calle de la ciudad de Marbella. En el momento en el que 
atravesaba  una  rotonda,  el  vehículo  resbaló  (modelo  Kawasaki  Z650), 
volcando y fracturándose el conductor la clavícula derecha, motivo por el 
que solicita una indemnización de 16.478,34 euros.
Cuando se produjo el accidente, la rotonda estaba siendo regada mediante un 
mecanismo  automático  de  aspersores,  cayendo  parte  del  agua  de  riego 
procedente de aquellos sobre la calzada, la cual, al encontrarse húmeda, 
facilitó el resbalamiento de la motocicleta.
El agua existente sobre la calzada, a juicio de la Policía Local, produjo 
la caída. Ciertamente, no es infrecuente que los sistemas automáticos de 
riego  mediante  aspersor,  en  ocasiones  (por  la  existencia  de  viento, 
desorientación del embocado accidentalmente debido a conductas vandálicas, 
etc.) viertan el líquido elemento sobre un lugar distinto a aquel que se 
contemplaba en su emplazamiento y orientación inicial, de modo que parte 
del agua de riego, además de humedecer las plantaciones de los jardines, se 
repartan sobre lugares aledaños (en este caso, sobre el asfalto). En el 
supuesto sometido a consulta, el siniestro se produce a plena luz del día 
(20 de agosto de 2018 a las 10:10 horas), en una rotonda ubicada en una 
calle amplia que conecta Marbella con Ojén, con dos carriles de circulación 
por cada sentido.
En el vial por donde circulaba la motocicleta -se aprecia en las imágenes 
disponibles- existe una señal vertical que limita la velocidad a 40 km. 
hora, una segunda indicativa de la existencia de una rotonda y, finalmente, 
una tercera de “ceda el paso” antes de iniciar el trazado de la rotonda.
La existencia de agua en el pavimento no es algo que genere por sí mismo 
una calzada deslizante, ya que de ser así la lluvia tendría una incidencia 
inevitable  sobre  los  accidentes  de  circulación.  Solamente  obliga  al 
conductor, por una razón de precaución, a incrementar su vigilancia cuando 
se desplaza sobre el piso mojado. En este caso, con perfecta visibilidad de 
la calzada por la que se circula, a una velocidad moderada como la que 
indica la señal y con un paso preferente o ceda el paso que obliga a 
examinar  la  eventual  existencia  de  otros  usuarios  circulando  por  la 
rotonda, el ahora reclamante pudo evitar el deslizamiento con la adopción 
de una mínima diligencia, máxime cuando se circula con una motocicleta que, 
por sus características, genera un riesgo en la estabilidad superior al de 
los vehículos de cuatro o más ruedas.”



- El Dictamen número 213/2020:
“El reclamante expone que sufrió una caída en la calle Pintor Ramírez, 
confluencia con la calle Canalejas, de la localidad de Arjona, el 18 de 
agosto de 2018, cuando circulaba con su ciclomotor. Celebrándose al mismo 
tiempo la fiesta del agua, afirma que al conducir por la pendiente de la 
calle, el reguero de agua que discurría desde la zona superior hizo que 
patinase el vehículo. A ello se une, afirma, la existencia de una tapa de 
alcantarilla rebajada respecto al nivel de la calzada. Como consecuencia de 
la  caída  sufrió  la  fractura  del  tobillo  izquierdo,  solicitando  una 
indemnización de 43.586,02 euros.
El relato ha sido confirmado por un testigo, de modo que debemos considerar 
probado el modo en el que se produjo el accidente del ciclomotor.
Por otro lado, el examen de las imágenes del lugar nos hace concluir que se 
trata  ciertamente  de  una  vía  en  pendiente  acusada  y  curvada,  lo  cual 
obviamente impone la obligación de adoptar una precaución en la conducción 
de una motocicleta o ciclomotor superior a cuando se circula por una vía 
estable en su nivelación.
A ello se ha de añadir que la celebración de la fiesta del agua en el nivel 
superior al que se circulaba (en una plaza pública según puede apreciarse) 
era evidente y necesariamente conocida por el reclamante. Coincide este 
Órgano en la argumentación contenida en el informe de la Policía Local de 
Arjona cuando indica que “según se tiene conocimiento, la caída se produjo 
en la calle Pintor Ramírez como consecuencia del agua o calzada mojada. 
Encontrándose  el  imbornal  a  cinco  o  seis  metros  de  distancia  de  la 
corriente de agua. Dicho imbornal se encuentra un poco hundido respecto del 
ras de la calzada para recoger las aguas pluviales que bajan por la calle 
Canalejas, y aminorar la riada que se uniría con la calle Pintor Ramírez………
por tanto, se entiende, que la caída se produjo en la calle Pintor Ramírez. 
La cual tiene un desnivel del 14%, siendo el sentido de la circulación del 
reclamante, descendente. Y que circuló al menos con el ciclomotor, antes de 
la caída, 76 metros con conocimiento y percepción, de la calzada mojada y 
el agua que pudiera bajar. Por lo cual, no cabe, que la apreciación del 
reguero de agua en la conducción, fuese de forma imprevista o intempestiva. 
Que la visibilidad era muy buena, dado el día y hora en que ocurrió. Con 
estas condiciones perfectamente se podía haber adaptado la conducción del 
ciclomotor a las circunstancias que se daban en vía. Teniendo en cuenta que 
la cantidad de agua que bajaba, era el caudal que podía salir de una 
manguera doméstica de 15 milímetros de luz, con una presión baja-media, 
para no infligir molestias entre los niños, y no una gran cantidad de agua. 
Dándose  las  condiciones  o  circunstancias  similares  a  un  día  de  lluvia 
escasa”.
Se añade en dicho informe que “en cuanto a la tapa de alcantarillado o 
imbornal, como se puede observar en la fotos número 4,5,6, no se encuentra 
ubicada en la calle Pintor Ramírez, sino en la calle Canalejas, y a unos 
cinco o seis metros de por donde debía correr el reguero de agua. Teniendo 
en cuenta, según se ha tenido conocimiento por gestiones practicadas, que 
la caída se produjo en la calle Pintor Ramírez, no es de recibo traer a 
colación  la  injerencia,  en  el  caso  que  nos  ocupa:  el  relieve,  forma, 
construcción o fisonomía del citado imbornal, y su contribución a la caída 
del conductor. Pero aun así, como se ha dicho anteriormente, es cierto que 
el imbornal se encuentra un poco hundido respecto del ras de la calzada, 
algo más acentuado en la parte de la pendiente ascendente, con el fin de 
encauzar las aguas pluviales y recoger las máximas posibles, y evitar que 
lleguen, dentro de lo posible, a la calle Pintor Ramírez. Como se puede ver 
en la foto número 7”.
Las imágenes referidas en el informe son ilustrativas y corroboran los 
argumentos en él contenidos, pudiendo concluirse que una impericia a la 
hora de conducir o la omisión de una precaución exigible con arreglo a las 



circunstancias en las que se circulaba, ocasionaron la caída, sin que con 
la celebración de la fiesta popular del agua se crease un riesgo superior o 
extraordinario al correspondiente a un día de lluvia moderada.
No podemos, por tanto, apreciar la necesaria relación causal entre el daño 
y la actividad administrativa a la que se le imputa.”

- El Dictamen 522/2015:
“El reclamante sufrió una caída con su motocicleta el 6 de septiembre de 
2013,  achacando  la  misma  a  la  existencia  de  agua  sobre  la  calzada, 
procedente del riego de la zona ajardinada colindante.
Pero de su propia declaración, reflejada en las diligencias extendidas por 
la Policía Local, se constata que fue una inadecuada conducción de la 
motocicleta lo que dio lugar a la caída. En efecto, en el atestado policial 
se hace constar la declaración del propio conductor, solicitante ahora de 
la indemnización, en la que manifiesta “Que el día 6 de septiembre de 2013 
cuando me dirigía al trabajo en moto, estando parado en el semáforo y al 
poner en marcha ésta patinó en una mancha de agua, derrapando la rueda 
trasera, al intentar apoyar la pierna ésta resbaló mal posicionando el pie, 
lo que me dio lugar a una luxación de rótula con ruptura de ligamentos, 
fractura  de  tibia  y  menisco,  lo  que  me  produjo  inmovilidad,  que  hizo 
necesaria la llamada de ambulancia tras ayudado por la Policía Local, otros 
transeúntes, me desplazó a Torrecárdenas”.
La  descripción  del  modo  en  que  se  produjo  la  caída  evidencia  que  nos 
encontramos  en  un  día  del  año  con  suficiente  claridad  o  iluminación 
natural, a una hora temprana, y que el conductor de la motocicleta paró en 
un semáforo. A la vista se encontraba la mancha de agua que pudiera haberse 
formado,  y  es  precisamente  cuando  se  introduce  la  primera  marcha  para 
iniciar el movimiento del vehículo, cuando éste derrapa, lo cual es signo 
de una aceleración inadecuada, hasta el punto de haber hecho patinar la 
rueda de tracción, la trasera, que en lugar de agarrar sobre el firme 
mojado (lo cual se realiza sin problema cuando el día es lluvioso y la 
calzada se encuentra mojada), patinó sobre el mismo.
En resumen, una imprudente conducción de un vehículo de dos ruedas, sujeto 
a una mayor inestabilidad que cualquier automóvil de cuatro ruedas, fue la 
conducta motivadora de la caída, lo cual impide que podamos apreciar la 
ineludible relación que ha de existir entre el daño y la prestación del 
servicio público.”

- El Dictamen 41/2015:
“En el presente caso, el reclamante atribuye la causa del accidente de 
circulación sufrido a la pérdida de adherencia de su motocicleta con el 
asfalto  como  consecuencia  de  un  gran  charco  de  agua  vertida  sobre  la 
calzada por los aspersores que regaban la zona ajardinada de la mediana, 
los cuales se encontraban defectuosamente orientados y lanzaban el agua a 
la calzada, sin que existiera señalización alguna del evidente peligro 
existente.
Como  punto  de  partida,  no  queda  acreditado  en  el  expediente  que 
precisamente el motivo invocado fuera la causa del accidente. Como bien 
indica  el  reclamante,  tampoco  queda  acreditado  que  el  conductor  de  la 
motocicleta circulara a una velocidad inadecuada.
»Consultados los archivos de este Servicio, no consta ninguna incidencia 
sobre anomalías en el riego de dichas jardineras en los días posteriores al 
de la caída (ni aviso de la Policía Local, ni parte de reparación de los 
fontaneros);  instalación  de  riego  que  es  mantenida  y  regularmente  por 
operarios de Parques y Jardines.»
Tampoco figura en el atestado levantado por la Policía Municipal, como dice 
por el reclamante, que fue el mal estado del riego la causa del accidente 
ni que el riego por aspersión funcionara mal. Lo único que se hace constar 



es que la vía se encontraba mojada por el riego y que el conductor del 
vehículo perdió el control de la motocicleta y posteriormente cayó sobre la 
calzada. Sin embargo, consta en el expediente en informe emitido sobre el 
particular que el riego de las jardineras de ese lugar no sufría anomalía 
alguna ya que no hubo aviso de la Policía Local ni parte de reparación de 
los  fontaneros,  la  instalación  de  riego  es  mantenida  regularmente  por 
operarios de Parques y Jardines y funcionaba correctamente. Se trataba, 
como se refleja en el atestado, de una vía con buena visibilidad, siendo de 
noche con iluminación cuando se produjo el accidente. Por tanto, el hecho 
de estar la vía mojada no constituía por sí mismo un riesgo ni causa 
suficiente para producir accidentes. Si la víctima hubiera observado las 
precauciones necesarias, por otro lado, exigidas por el artículo 46 de Real 
Decreto  1428/2003  Reglamento  General  de  Circulación  (“se  circulará  a 
velocidad moderada y, si fuera preciso, se detendrá el vehículo cuando las 
circunstancias  lo  exijan,  especialmente  …  al  circular  por  pavimento 
deslizante o cuando pueda salpicarse o proyectarse agua, gravilla u otras 
materias a los demás usuarios de la vía”), atendiendo al estado de la vía 
del cual pudo percatarse perfectamente de haber tenido unos mínimos deberes 
de cuidado y atención, el accidente no se habría producido.
En definitiva, por los motivos expuestos, este Consejo Consultivo considera 
que en el supuesto sometido a consulta no ha quedado debidamente acreditada 
la existencia de relación de causalidad entre el accidente de circulación 
sufrido y el funcionamiento del servicio público municipal, por lo que 
procede la desestimación de la reclamación como se hace en la propuesta de 
resolución.”

- El Dictamen 374/2011: 
“A  la  vista  de  tales  circunstancias,  este  Consejo  entiende  que,  aún 
admitiendo que la calzada estuviera mojada, la mera existencia del agua no 
implica por sí sola la causación del accidente. En efecto, el testigo 
ocular del accidente manifiesta que éste se produjo como consecuencia de 
una frenada brusca. De esta forma, vistas las características de la vía, el 
agua que presumiblemente cae al regar las jardineras difícilmente podría 
provocar  un  accidente  si  se  conduce  con  la  prudencia  necesaria,  a  la 
velocidad adecuada y adaptando la conducción a las características de la 
vía.
En  este  orden  de  cosas,  el  Texto  Articulado  de  la  Ley  sobre  Tráfico, 
circulación  de  vehículos  a  motor  y  seguridad  vial,  aprobado  por  Real 
Decreto  legislativo  339/1990,  de  2  de  marzo,  establece  un  catálogo  de 
normas de conducta y de deberes exigibles a los conductores, dirigidas a 
procurar una mayor seguridad a los usuarios de las vías públicas. De entre 
ellas cabe destacar, en lo que aquí interesa, el deber de conducir con la 
diligencia y precaución necesarias para evitar todo daño, propio o ajeno, 
(art. 9.29), el de estar en todo momento en condiciones de controlar los 
vehículos (art. 11.1) y de tener en cuenta, además, las características y 
el  estado  de  la  vía,  las  condiciones  meteorológicas,  ambientales  y  de 
circulación y en general, cuantas circunstancias concurren en cada momento, 
a fin de adecuar la velocidad del vehículo a las mismas, de manera que 
siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante 
cualquier obstáculo que pueda presentarse (art. 19.1). Asimismo, el art. 
11.2  del  mismo  Texto  establece  que  el  conductor  de  un  vehículo  está 
obligado a mantener su propia libertad de movimientos, el campo necesario 
de visión y la atención permanente a la conducción que garantice su propia 
seguridad,  la  del  resto  de  ocupantes  del  vehículo  y  la  de  los  demás 
usuarios de la vía.”

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña afirmaba en sentencia de 20 de 
noviembre de 2006(JUR2007\139961): 
“   dicha responsabilidad solo surge cuando el obstáculo en la calle supera   
lo que es el normal límite de atención exigible en el deambular, por no ser 
exigible como fundamento de una reclamación de responsabilidad patrimonial 



una total uniformidad en la vía pública, sino que el estado de la vía 
(hablando  en  un  sentido  comprensivo  de  acera  y  calzada)  sea  lo 
suficientemente uniforme como para resultar fácilmente superable con un 
nivel  de  atención  exigible  socialmente  pues  de  otra  forma  se  estaría 
haciendo un llamamiento a la falta de responsabilidad individual pese a 
constituir esa responsabilidad individual uno de los fundamentos de la vida 
social, debiendo por tanto entrar en el estudio a la vista de las concretas 
circunstancias del caso de si el accidente fue efectivamente debido a las 
circunstancias de la vía o por el contrario resulta imputable a una falta 
de atención o cuidado exigible a la reclamante”. 

En la misma línea, el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía número 
0551/2020, indica:
“El informe emitido por el Arquitecto Técnico de los Servicios Técnicos 
Municipales pone de manifiesto que “la arqueta señalada como lugar del 
incidente,  está  situada  en  el  centro  de  la  calle,  existiendo  espacios 
laterales suficientes para el paso, no existiendo elementos que impidan la 
visibilidad de la arqueta, para que el caso de estar descubierta poderla 
esquivar.

A la vista de las referidas pruebas y del reportaje fotográfico que se 
incorpora al expediente, traemos a colación la doctrina de este Consejo 
Consultivo que subraya que la Administración Pública no está llamada a 
responder de todo suceso lesivo que acontezca en un espacio público. En 
efecto, debe recordarse que no todo funcionamiento anormal (ni normal) 
genera  responsabilidad  patrimonial,  sino  sólo  el  que  haya  sido 
efectivamente determinante del daño. A este respecto, los ciudadanos han de 
emplear una cierta diligencia cuando se desenvuelvan por espacios públicos 
(por cualquier espacio en realidad) de modo que puedan sortear no ya solo 
las deficiencias o irregularidades menores que puedan existir, sino también 
la disposición propia de los elementos públicos en la organización espacial 
que de ellos se haya realizado. 
CONCLUSIÓN
Se dictamina favorablemente la propuesta de resolución desestimatoria de la 
reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración.”

Recordando, como ha recogido en numerables dictámenes el Consejo Consultivo 
(véase 764/2023) que:
[…  ] con carácter general, que la utilización de los vehículos que se 
desarrolla en las vías públicas implica, ya de por sí, un riesgo, lo cual 
conlleva una más rigurosa exigencia a los usuarios del respeto de las 
normas  que  regulan  esa  actividad.  En  este  sentido,  el  Real  Decreto 
Legislativo  6/2015,  de  30  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  texto 
refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, establece un catálogo de normas de conducta y de deberes 
exigibles a los conductores, dirigidas a procurar una mayor seguridad a los 
usuarios de las vías públicas. De entre ellas cabe destacar, en lo que aquí 
interesa, el deber de conducir con la diligencia y precaución necesarias 
para evitar todo daño, propio o ajeno (art. 10.2); el de estar en todo 
momento en condiciones de controlar los vehículos (art. 13.1); respetar los 
límites  de  velocidad  establecidos  y  de  tener  en  cuenta,  además,  las 
características y el estado de la vía, las condiciones meteorológicas, 
ambientales y de circulación y en general, cuantas circunstancias concurren 
en cada momento, a fin de adecuar la velocidad del vehículo a las mismas, 
de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de 
visión  y  ante  cualquier  obstáculo  que  pueda  presentarse  (art.  21.1). 
Asimismo, el artículo 13.2 del mismo Texto establece que el conductor de un 
vehículo está obligado a mantener su propia libertad de movimientos, el 
campo necesario de visión y la atención permanente a la conducción que 
garantice su propia seguridad, la del resto de ocupantes del vehículo y la 
de los demás usuarios de la vía.



En consecuencia, con los datos incorporados al expediente, no puede 
tenerse por acreditada la relación de causalidad entre el funcionamiento 
del  servicio  y  el  daño  por  el  que  se  reclama  y  por  todo  ello,  y  no 
existiendo en este caso una “relación directa, inmediata y exclusiva de 
causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir 
y cambiar el nexo causal” (Sentencia 19 de enero de 1987 (RJ 1987, 426)), 
ya que el hecho dañoso se debe al mal estado de la vía situada en una calle 
de propiedad privada, no produciéndose la responsabilidad por mantenimiento 
ni conservación de la vía , se PROPONE:

PRIMERO.  No reconocer a Don XXXX el derecho a recibir una indemnización 
como  consecuencia  de  los  daños  sufridos  por  la  caída  al  suelo  con  su 
bicicleta como consecuencia del desnivel de una arqueta en Carretera de La 
Playa,  no  habiendo  sido  confirmada  la  relación  de  causalidad  entre  el 
funcionamiento del servicio público y la lesión producida ni existiendo 
nexo  causal,  exigiendo  la  responsabilidad  patrimonial  que  exista  una 
relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y el resultado 
dañoso,  siendo  este  nexo  causal  elemento  fundamental  y  requisito 
indispensable para poder declarar procedente la responsabilidad (Sentencia 
1 de junio de 1999 (RJ 1999, 1781)).

SEGUNDO.  Notificar el acuerdo al interesado indicándole los recursos que 
procedan y el plazo para interponerlos.

TERCERO: Dar traslado a MAPFRE ESPAÑA, Compañía de Seguros y Reaseguros, 
S.A. a efectos de su conocimiento oportuno.

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  examinada  la 
propuesta  anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus 
miembros, acordó:

PRIMERO.  No reconocer a Don XXXX el derecho a recibir una indemnización 
como  consecuencia  de  los  daños  sufridos  por  la  caída  al  suelo  con  su 
bicicleta como consecuencia del desnivel de una arqueta en Carretera de La 
Playa,  no  habiendo  sido  confirmada  la  relación  de  causalidad  entre  el 
funcionamiento del servicio público y la lesión producida ni existiendo 
nexo  causal,  exigiendo  la  responsabilidad  patrimonial  que  exista  una 
relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y el resultado 
dañoso,  siendo  este  nexo  causal  elemento  fundamental  y  requisito 
indispensable para poder declarar procedente la responsabilidad (Sentencia 
1 de junio de 1999 (RJ 1999, 1781)).

SEGUNDO.  Notificar el acuerdo al interesado indicándole los recursos que 
procedan y el plazo para interponerlos.

TERCERO: Dar traslado a MAPFRE ESPAÑA, Compañía de Seguros y Reaseguros, 
S.A. a efectos de su conocimiento oportuno.

9º.- Ruegos y preguntas.

Previa  declaración  de  urgencia,  la  Junta  de  Gobierno  Local  conoció  y 
dictaminó de los siguientes asuntos no comprendidos en el orden del día.

Urgencia 1º.- Expediente 3256/2024; Autorización de ensayo geotécnico 
con  motivo  del  Convenio  de  la  Senda  Litoral  entre  el  Ayuntamiento  de 
Almuñécar y la Diputación de Granada.



Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Concejal-Delegado de 
Agricultura, Sostenibilidad y Parques y Jardines, siguiente:

“Carlos Ferrón Calabuig, Concejal Delegado de Agricultura, Sostenibilidad y 
Parques y Jardines, en relación a la solicitud realizada por el Servicio de 
Sostenibilidad Ambiental de la Diputación de Granada para que la empresa 
XXXX,XXXX, realice ensayo geotécnico consistente en sondeo de 30 m con su 
correspondiente muestreo y ensayos de laboratorio, en la situación definida 
por  los  puntos  435908,  4065502  Meters  (SRC  ETRS89  UTM  Zona  30N),  con 
referencia  catastral  XXXX,  en  relación  al  estudio  geotécnico  para  el 
“Proyecto de Camino Natural Costa Tropical y pasarelas y Camino Natural 
Guadalfeo”, 

EXPONE: 
Que con fecha 20 de mayo se ha emitido informe técnico, por el Ingeniero 
Municipal, y con fecha 21 de mayo por la Asesora Jurídica, en el que se 
indica: 

ASUNTO.- Solicitud de autorización para realización de un ensayo geotécnico 
a instancia de la Excma. Diputación de Granada. 

ANTECEDENTES 
I.- Mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 8.05.2024 se 
aprueba la adhesión del Ayuntamiento de Almuñécar al Plan de Inversiones de 
la  Senda  Litoral  de  la  Costa  de  Granada  y  la  firma  del  Convenio  de 
Colaboración entre el Ayuntamiento de Almuñécar y la Diputación de Granada. 
II.- La Diputación de Granada ha solicitado autorización para realizar un 
ensayo geotécnico de campo que consistirá en la realización de un sondeo de 
30 m con su correspondiente muestreo y ensayos de laboratorio. El objeto de 
dicho  ensayo  es  realizar  un  informe  geotécnico  con  recomendaciones  de 
medidas de estabilidad pasiva del talud rocoso, situado sobre el Camino 
Natural, según exige la Guía Metodológica para la Elaboración de Proyectos 
de Caminos Naturales del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. 
El sondeo se llevará a cabo en los siguientes puntos: 

III.- Con fecha 20.05.2024 el Ingeniero Municipal informa lo siguiente: 
“1.- Con fecha 08/05/2024, se acuerda por Junta de Gobierno Local Convenio 
de  Colaboración  entre  el  Ayuntamiento  de  Almuñécar  y  la  Diputación  de 
Granada, aprobando la adhesión del Ayuntamiento al Plan de inversiones de 
la Senda Litoral de la Costa Tropical de Granada y la firma del convenio de 
Colaboración entre Ayuntamiento de Almuñécar y la Diputación de Granada. 
2.-  Vista  la  solicitud  para  la  realización  de  ensayo  geotécnico, 
consistente en ejecución de sondeo en la localización antes referida, se 
informa  favorablemente  su  ejecución  sin  perjuicio  de  cualquier  otra 
autorización que por su situación le fuera exigible, así mismo se tendrán 
que tomar todas las medidas necesarias que garanticen la seguridad vial y 
setendrá  que  reponer  la  vía  pública  con  las  mismas  características  y 
calidades de los elementos que actualmente la componen.” 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS
PRIMERA.-  Aunque  por  la  Excma.  Diputación  Provincial  de  Granada  se  ha 
solicitado  expresamente  autorización  para  la  realización  de  ensayo 
geotécnico, dichas obras están sujetas a declaración responsable de acuerdo 
con  lo  previsto  en  el  art.  293.1.i)  del  Decreto  550/2022,  de  29  de 
noviembre, RGL. SEGUNDA.- La declaración responsable faculta para realizar 
la actuación urbanística pretendida en la solicitud desde el día de su 
presentación, siempre que vaya acompañada de la documentación requerida en 



cada caso, y, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e 
inspección posterior que correspondan (art. 138.5 LISTA). 
TERCERA.- De conformidad con el art. 69.4 de la LPAC 39/2015, de 1 de 
octubre,  la  inexactitud,  falsedad  u  omisión,  de  carácter  esencial,  de 
cualquier  dato  o  información  que  se  incorpore  a  una  declaración 
responsable, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del 
derecho o actividad afectada desde el momento en que por este Ayuntamiento 
se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades 
penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. 

Por todo ello, SE PROPONE: 
1º.- Tomar conocimiento de la declaración responsable presentada por la 
Excma. Diputación de Granada para realizar un ensayo geotécnico de campo 
consistente en la realización de un sondeo de 30 m con su correspondiente 
muestreo y ensayos de laboratorio, que se llevará a cabo en los siguientes 
puntos:

Comunicarle que en caso de que alguno de los puntos señalados se encuentre 
en terrenos de titularidad privada, deberá recabar la autorización expresa 
de  los  titulares  de  los  mismos,  así  mismo  deberán  de  tomar  todas  las 
medidas necesarias que garanticen la seguridad vial y, en su caso reponer 
la vía pública con las mismas características y calidades de los elementos 
que actualmente la componen. 

De conformidad con el art. 69.4 de la LPAC 39/2015, de 1 de octubre, la 
inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o 
información que se incorpore a una declaración responsable, determinará la 
imposibilidad  de  continuar  con  el  ejercicio  del  derecho  o  actividad 
afectada desde el momento en que por este Ayuntamiento se tenga constancia 
de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar. 

A la vista de lo anterior, a la Junta de Gobierno Local, SE PROPONE la 
adopción del siguiente acuerdo: 

Tomar conocimiento de la declaración responsable presentada por la Excma. 
Diputación  de  Granada  para  realizar  un  ensayo  geotécnico  de  campo 
consistente en la realización de un sondeo de 30 m con su correspondiente 
muestreo y ensayos de laboratorio, que se llevará a cabo en los siguientes 
puntos:

Comunicarle que en caso de que alguno de los puntos señalados se encuentre 
en terrenos de titularidad privada, deberá recabar la autorización expresa 
de  los  titulares  de  los  mismos,  así  mismo  deberán  de  tomar  todas  las 
medidas necesarias que garanticen la seguridad vial y, en su caso reponer 
la vía pública con las mismas características y calidades de los elementos 
que actualmente la componen. 

De conformidad con el art. 69.4 de la LPAC 39/2015, de 1 de octubre, la 
inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o 
información que se incorpore a una declaración responsable, determinará la 
imposibilidad  de  continuar  con  el  ejercicio  del  derecho  o  actividad 
afectada desde el momento en que por este Ayuntamiento se tenga constancia 



de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.”

Vista la documentación obrante en el expediente y examinada la petición 
anterior,  la  Junta  de  Gobierno  Local  por  unanimidad  de  sus  miembros, 
acordó:

Primero.- Tomar conocimiento de la declaración responsable presentada por 
la Excma. Diputación de Granada para realizar un ensayo geotécnico de campo 
consistente en la realización de un sondeo de 30 m con su correspondiente 
muestreo y ensayos de laboratorio, que se llevará a cabo en los siguientes 
puntos:

Comunicarle que en caso de que alguno de los puntos señalados se encuentre 
en terrenos de titularidad privada, deberá recabar la autorización expresa 
de  los  titulares  de  los  mismos,  así  mismo  deberán  de  tomar  todas  las 
medidas necesarias que garanticen la seguridad vial y, en su caso reponer 
la vía pública con las mismas características y calidades de los elementos 
que actualmente la componen. 

De conformidad con el art. 69.4 de la LPAC 39/2015, de 1 de octubre, la 
inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o 
información que se incorpore a una declaración responsable, determinará la 
imposibilidad  de  continuar  con  el  ejercicio  del  derecho  o  actividad 
afectada desde el momento en que por este Ayuntamiento se tenga constancia 
de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.

Segundo.- Dar  traslado  del  presente  acuerdo  a  la  Excma.  Diputación  de 
Granada.

No habiendo más asuntos de que tratar, el Sr. Presidente levantó la sesión 
siendo las nueve horas y treinta minutos, de lo que yo, la Secretaria, 
certifico.

  El Alcalde, La Secretaria,


